
Resolución RA 5/2023 – Acuerdo terminación convencional 

En Pleno

D. Ignacio López-Chaves Castro, presidente

D. Daniel Neira Barral, secretario/vocal

Dña. María Teresa Cancelo Márquez, vocal

Santiago de Compostela, 31 de julio de 2023

El  Pleno  de  la  Comisión  Gallega  de  la  Competencia  (en  adelante  CGC)  con  la 

composición  arriba  indicada dicta la  presente Resolución por  la  que  se  resuelve  el 

recurso  interpuesto  por  UNION  VANTAXE,  S.L.  (en  adelante  UNION  VANTAXE)  al 

amparo de lo dispuesto en el artículo 47 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de defensa de 

la competencia (LDC) contra el Acuerdo de finalización de la Terminación Convencional 

dictada por la Subdirección de Investigación el 20 de abril de 2023 en el Expediente S 

14/23018- Licitación Urbanización de Consorcio Zona Franca de Vigo.  La condición de 

ponente de la presente resolución correspondió a D. Ignacio López-Chaves Castro. 
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1.- ANTECEDENTES DE HECHO

1.- En fecha 11 de julio de 2018, la directora de Contratación y Asesoría Jurídica del 

Consorcio de la Zona Franca de Vigo, presentó denuncia contra CIVIS GLOBAL, S.L.U.; 

C.D. INDEPO. S.L.U.; HIDROMIÑO, S.L.U.; AVAN INTEGRAL, S.L., por presuntas prácticas 

prohibidas por la LDC, ante la CNMC con registro de entrada 20180300000000041250.

En la denuncia se expone:

“El Consorcio de la Zona Franca de Vigo convocó la licitación mediante procedimiento  

abierto  del  expediente  identificado  como OBR/17/14  "Obras  de  urbanización  del  Área  

Logística Empresarial (LE) en la PLISAN (primera fase ejecución)" con un presupuesto base  

de  licitación  de  10.135.981,92  € (IVA no incluido).  Esta  licitación  se  rige  por  el  Texto  

Refundido  de  la  Ley  de  Contratos  del  Sector  Público  (aprobado  por  Real  Decreto  

Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre), siendo el Consorcio a los efectos de dicha ley  

"poder administrador administración pública".

Finalizado el  plazo  de  presentación de  ofertas,  se  recibieron un  total  de  18  de  

ofertas, todas ellas admitidas en el trámite de calificación administrativa. Entre las  

ofertas  recibidas,  figuraban  las  presentadas  por  las  siguientes  empresas:  Civis  

Global, S.L.U., OHL, S.A. y Avan Integral, S.L. (en compromiso de UTE al 50%), C.D.  

Indepo, Gévora Construcciones, S.A. e Hidromiño, S.L.U. (en compromiso de UTE al  

40%, 20% y 40% respectivamente).

Según  manifiestan  sus  representantes  en  las  declaraciones  responsables  

presentadas a los efectos de participar en la licitación, Civis Global, S.L.U., Avan  

Integral,  S.L.,  C.D.  Indepo,  S.L.U.  e  Hidromiño.  S.L.U.  forman parte  de  un mismo  

grupo empresarial denominado Unión Vantaxe.

Como es bien sabido, la normativa de contratación del sector público (en concreto  

el  TRLCSP)  permite  la  participación  en  una  misma  licitación  de  empresas  

pertenecientes a un mismo grupo empresarial; no obstante, de darse este caso, se  

establecen  diversas  cautelas  para  el  cálculo  de  las  bajas  temerarias,  de  

conformidad con el artículo 86.2 del Reglamento General de la Ley de Contratos de  
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las Administraciones Públicas (aprobado por el Real Decreto 1098/2001, de 12 de  

octubre).

Una vez llevada a cabo la apertura pública de los Sobres nº2 correspondientes a la  

documentación que sería objeto de valoración técnica subjetiva, se constata que las  

ofertas técnicas presentadas por Civis Global, S.L.U., por Avan Integral, S.L. y OHL,  

S.L.  en  compromiso  de  UTE  y  C.D.  Indepo,  S.L.U,  Hidromiño,  S.L.U  y  Gévora  

Construcciones, S.A. en compromiso de UTE son exactamente idénticas tanto en su  

contenido como en su formato, con la única salvedad de los logotipos identificativos  

de cada una de las empresas (a efectos de probar esta circunstancia, se aporta la  

documentación  técnica  de  valoración  subjetiva  presentada  por  cada  una  de  las  

empresas).

Ante esta situación, la mesa de contratación, en su reunión celebrada el 14 de marzo  

de 2018,  acordó hacer constar,  a  los  efectos legales  que fueren oportunos y,  en  

particular, a efectos de lo previsto en la Disposición Adicional vigesimotercera del  

Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, dicha circunstancia, así  

como poner esta situación en conocimiento del órgano de contratación del Consorcio  

de  la  Zona Franca de Vigo:  su  Comité  Ejecutivo.  Recordemos que la  D.A.  23ª  del  

TRLCSP señala "Los órganos de contratación,  la Junta Consultiva de Contratación  

Administrativa  del  Estado  y  los  órganos  competentes  para  resolver  el  recurso  

especial a que se refiere el artículo 40 de esta Ley, notificarán a la Comisión Nacional  

de  la  Competencia  cualesquiera  hechos  de  los  que  tengan  conocimiento  en  el  

ejercicio de sus funciones que puedan constituir infracción a la legislación en defensa  

de la competencia. En particular, comunicarán cualquier indicio de acuerdo, decisión  

o recomendación colectiva, o práctica concertada o conscientemente paralela entre  

los licitadores que tenga por objeto, produzca o pueda producir el efecto de impedir,  

restringir o falsear la competencia en el proceso de contratación.

En la misma fecha y en acto público, se hizo público el anteriormente citado acuerdo  

adoptado por la mesa de contratación y se procedió a la apertura de los Sobres nº3  

correspondientes a la oferta técnica de valoración objetiva y a la oferta económica.  

Por lo  que respecta  a  las  ofertas presentadas  por las  empresas mencionadas,  el  

formato y contenido de la documentación de las ofertas de valoración objetiva era  
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idéntico, aunque esta circunstancia puede obedecer a que, en el Pliego que rige la  

licitación, se proporcionaban modelos a cubrir. Sin embargo, se solicitaba también  

que  se  incluyese  en  este  sobre  un  compromiso  de  subcontratación  en  el  que  se  

indicase la parte de la obra que se pretendía subcontratar y las empresas a las que se  

subcontrataría: este documento es idéntico, tanto en el fondo como en la forma (en  

este caso no se proporcionaba modelo alguno) en las tres ofertas presentadas.

El Comité Ejecutivo, órgano de contratación del Consorcio de la Zona Franca de Vigo,  

en su reunión de 11 de abril de 2018, adoptó el siguiente acuerdo:

"Notificar  a  la  Comisión Nacional  de  la  Competencia  los  hechos apuntados  en el  

informe  de  la  Mesa  de  Contratación  a  los  efectos  legales  oportunos,  por  si  los  

mismos  pudieran  constituir  una  infracción  a  la  legislación  en  defensa  de  la  

competencia."

2.- Con fecha 3 de septiembre de 2018, la Directora de Competencia de la CNMC remitió a 

la Subdirección de Investigación de la Comisión Gallega de la Competencia (en adelante 

SUBDIC),  propuesta de asignación del  expediente identificado como 149 GAL 14-58/18 

LICITACIÓN URBANIZACIÓN EN ZONA FRANCA DE VIGO,  al  considerar,  conforme a los 

criterios de asignación previstos en la Ley 1/2002, que los hechos denunciados afectarían, 

en su caso, únicamente a la competencia en el ámbito de la Comunidad Autónoma de 

Galicia,  sin  que  afecte  a  un  ámbito  superior  al  de  dicha  Comunidad  Autónoma,  ni  al 

conjunto del territorio nacional, criterio que fue compartido por esta SUBDIC.

Asignada la competencia a la Comisión Gallega de la Competencia, la SUBDIC inició, al 

amparo del artículo 49.2 LDC, una información reservada, identificada con la referencia IR 

14 2018 LICITACIÓN URB. ZONA FRANCA VIGO.

3.- En fecha 20 de enero de 2020,  se  solicitó al  Consorcio de Zona Franca,  copia  del 

expediente.

4.- En fecha 03 de febrero de 2020, el Consorcio remite el expediente a la SUBDIC.

5.- En fecha 18 de noviembre de 2020, se requiere a AVAN INTEGRAL SL, CIVIS GLOBAL 

SLU., CD INDEPO SLU., GÉVORA CONSTRUCCIONES SA E HIDROMIÑO SLU., información 
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sobre  estructura  de  empresa  y  valoraciones  sobre  las  propuestas  controvertidas  del 

expediente en cuestión.

6.- En  fecha  25  de  noviembre  de  2020,  AVAN  INTEGRAL  SL,  CIVIL  GLOBAL  SLU, 

LUZVIPROM SL y ACINSER INTEGRAL SL, solicitan ampliación de plazo, que es admitido 

por la SUBDIC en fecha 27 de noviembre de 2020.

7.- En fecha 10 de diciembre de 2020, ACNISER INTEGRAL, SL (Antigua INDEPO) contesta a 

la SUBDIC.

8.- En fecha 10 de diciembre de 2020, AVAN INTEGRAL, SL contesta a la SUBDIC.

9.- En fecha 10 de diciembre de 2020, CIVIS GLOBAL, SLU., contesta a la SUBDIC.

10.- En fecha 10 de diciembre de 2020, LUZVIPROM, SL. contesta a la SUBDIC.

11.- En fecha 11 de febrero de 2022, a la vista de la información reservada (IR) llevada a 

cabo por la SUBDIC y del  examen de la documentación existente en el  Expediente de 

contratación  pública  en  el  que  presuntamente  se  habrían  producido  los  hechos 

denunciados,  la  SUBDIC  acordó  incoar  el  expediente  sancionador  identificado  como S 

14/2018  -  LICITACIÓN  URB.  ZONA  FRANCA VIGO,  al  apreciar  indicios  racionales  de 

prácticas prohibidas por la LDC, de acuerdo con lo dispuesto en su artículo 49.1 LDC y 28 

RLDC, en virtud de las atribuciones que confiere a la SUBDIC el artículo 36.2.a) de EIGCC, 

contra las empresas que a continuación se relacionan, al apreciar en la conducta de dichas 

empresas indicios racionales de prácticas prohibidas por los artículos 1 o 3 de la LDC.

El expediente sancionador se ha incoado contra las siguientes empresas y grupos:

1º.- CIVIS GLOBAL, S.L.U., que presentó su oferta de forma individual; 

2º.- Las empresas OBRASCÓN HUARTE LAIN, S.A. (OHLA) y AVAN INTEGRAL, S.L. 

que concurrieron en compromiso de UTE al 50% (UTE OBRASCÓN HUARTE LAIN, 

S.A.- AVAN INTEGRAL, S.L.);

3º.- Las empresas C.D. INDEPO, S.L.U. (en la actualidad ACINSER INTEGRAL, S.L.); 

GÉVORA  CONSTRUCCIONES,  S.A.  e  HIDROMIÑO,  S.L.U.  (en  la  actualidad, 

LUZVIPROM, S.L.U.), que concurrieron en compromiso de UTE al 40%, 20% y 40% 

respectivamente  (UTE  C.D.  INDEPO,  S.L.U.-  GÉVORA  CONSTRUCCIONES,  S.A. 

HIDROMIÑO, S.L.U.).
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4º.-  UNIÓN VANTAXE,  S.L.,  como matriz  de las empresas  CIVIS  GLOBAL,  S.L.U., 

AVAN INTEGRAL, S.L.,  C.D.  INDEPO, S.L.U.  (en la actualidad ACINSER INTEGRAL, 

S.L.) e HIDROMIÑO, S.L.U.

En dicho acuerdo de incoación se reconoció la condición de interesada a la  DC,  de la 

CNMC, conforme a lo previsto en la Ley 1/2002.

12.- En fecha 15 de febrero de 2022,  CIVIS GLOBAL,  S.L.U.  solicita expediente,  que es 

remitido por la SUBDIC el 18 de febrero de 2022.

13.- En fecha 28 de febrero de 2022, OBRASCÓN HUARTE LAIN, SA., solicita expediente, 

que es remitido por la SUBDIC el 07 de marzo de 2022.

14.- En fecha 22 de marzo, CIVIS GLOBAL, S.L.U. solicita expediente, que es remitido por la 

SUBDIC el 24 de febrero de 2022.

15.- En fecha 29 de marzo, CIVIS GLOBAL, S.L.U. presenta un escrito de alegaciones a la 

totalidad del expediente.

16.- En fecha 6 de abril de 2022, GÉVORA CONSTRUCCIONES S.A. solicita expediente, que 

es remitido por SUBDIC el 20 de abril de 2022.

17.- En fecha 21 de abril de 2022, GÉVORA CONSTRUCCIONES S.A presenta alegaciones a 

la incoación del presente expediente.

18.- En fecha 22 de abril de 2022, desde la  SUBDIC se requirió al CONSORCIO DE LA ZONA 

FRANCA DE VIGO que aportase la siguiente información:

“Relación de todos los licitadores que concurrieron a la licitación de referencia, precisando 

fecha, hora y persona que realizó la presentación de sus respectivas ofertas. En caso de 

que alguno de los licitadores hubiera presentado la documentación para la licitación en 

diferentes  fechas,  se  indique  además  de  la  fecha,  hora  y  persona  que  efectuó  la 

presentación, el documento que se presentó en esas ulteriores remisiones especificando 

si corresponde a los sobres 1, 2 o 3.”

19.- En fecha 25 de abril de 2022, CIVIS GLOBAL, S.L.U. solicita expediente, que es remitido 

por la SUBDIC el 27 de abril de 2022.
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20.- En  fecha  26  de  abril  de  2022,  el  Consorcio  remite  a  la  SUBDIC  la  información 

solicitada.

21.- En fecha 27 de abril de 2022, GÉVORA CONSTRUCCIONES, S.A presenta un escrito de 

personación, que es atendido por la SUBDIC.

22.- En fecha 05 de mayo de 2022, GÉVORA CONSTRUCCIONES, S.A solicita expediente, 

que es remitido por la SUBDIC el 18 de mayo de 2022.

23.- En fecha 10 de mayo, se le requiere a UNIÓN VANTAXE, S.L. la estructura de empresas 

que posee y las UTEs formadas los tres últimos años.

24.- En fecha 31 de mayo de 2022, CIVIS GLOBAL, S.L.U. contesta al requerimiento de 

UNIÓN VANTAXE, SL.,  señalando que CIVIS GLOBAL, SL pertenece a al  100% a UNIÓN 

VANTAXE, SL. en los últimos 3 AÑOS.

25.- Se requiere la remisión de CIVIS GLOBAL, S.L.U. y GÉVORA CONSTRUCCIONES S.A del 

expediente, siendo atendidos por la SUBDIC.

26.- En fecha 20 de junio de 2022, se notifica el Pliego de concreción de hechos (PCH) a 

las partes interesadas, solicitando todas ellas una ampliación de plazo de alegaciones, 

que es aceptado por la SUBDIC.

29.- En fecha 05 de julio de 2022, se requiere a todas las empresas implicadas el Volumen 

de Negocios de las mismas. La mayoría solicita una ampliación de plazos, que es aceptada 

por la SUBDIC.

30.- Todas las empresas responden al requerimiento de volumen de negocios.

31.- Se  hace  una  nueva  petición  de  remisión  del  expediente  por  parte  de  empresas 

implicadas, siendo atendidos por la SUBDIC.

32.- En fecha 18 de julio de 2022, GÉVORA CONSTRUCCIONES, S.A. presenta un escrito de 

alegaciones contra el PCH.

33.- En fecha 20 de julio de 2022, UNIÓN VANTAXE, SL. presenta un escrito de alegaciones 

contra el PCH.

34.- En fecha 11 de agosto de 2022, UNIÓN VANTAXE, SL. presenta un nuevo escrito de 

alegaciones.
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35.- En fecha 07 de octubre de 2022, se requiere a GÉVORA CONSTRUCCIONES, S.A. que 

presente correctamente el volumen de negocios, teniendo que ser este completo y no 

enmarcado en un solo sector.

36.- En fecha 21 de octubre de 2022, GÉVORA CONSTRUCCIONES, S.A. aporta la totalidad 

de su volumen de negocios.

37.- Entre el 05 de septiembre de 2022 y el 26 de octubre de 2022, se presentan diversas 

solicitudes de expedientes de empresas incoadas, que son remitidos en tiempo y forma 

por la  SUBDIC.

38.- En  fecha  27  de  octubre  de  2022  se  firma  la  Propuesta  de  Resolución,  que  es 

notificada a todos los interesados.

39.- En fecha 27 de octubre, CIVIS GLOBAL, S.L.U. solicita expediente.

40.- Advertido error en la Propuesta de Resolución, en fecha 30 de octubre se firma la 

“Propuesta de resolución corregida”, que es notificada a todos los interesados.

41.- En fecha 7 de noviembre de 2022 es admitida la ampliación de plazos propuesta por 

los interesados para presentar alegaciones a la “Propuesta de resolución corregida”.

42.- En fecha 11 de noviembre de 2022, UNIÓN VANTAXE, SL. presenta ante el Pleno un 

recurso al amparo del artículo 47 LDC por la omisión del trámite de cierre de instrucción.

43.- En  fechas  15  y  16  de  noviembre,  GÉVORA CONSTRUCCIONES,  S.A.  y  OBRASCÓN 

HUARTE LAIN, SA., solicitan expediente, que es remitido por la SUBDIC.

44.- En fecha 1 de diciembre, el Pleno notifica diversos acuerdos a la SUBDIC y a UNIÓN 

VANTAXE, SL. en relación con la tramitación del recurso presentado por esta última al 

amparo del artículo 47 LDC.

45.- En fecha 2 de diciembre, GÉVORA CONSTRUCCIONES, S.A. presenta alegaciones a la 

Propuesta de Resolución.

46.- En fecha 5 de diciembre, UNIÓN VANTAXE, SL. presenta alegaciones a la Propuesta 

de Resolución.

47.- En fecha 5 de diciembre, OBRASCÓN HUARTE Y LAÍN, S.A. presenta alegaciones a la 

Propuesta de Resolución.

Avda. Gonzalo Torrente Ballester, 1-5 8
15781 Santiago de Compostela
https://competencia.gal



48.- En  fecha  7  de  diciembre  de  2022,  el  Pleno  remite  a  los  interesados  el  informe 

previsto en el artículo 47 LDC que junto con la copia del expediente que le había sido 

remitido por la SUBDIC en tiempo y forma.

49.- En fecha 12 de diciembre, CIVIS GLOBAL, SL., solicita copia de expediente.

50.- En fecha 13 de diciembre, UNIÓN VANTAXE, SL., solicita al Pleno ampliación del plazo 

para alegaciones en el marco de la tramitación del recurso del artículo 47 LDC.

51.- En fecha 19 de diciembre, el Pleno notifica a UNIÓN VANTAXE, SL., acuerdo adoptado 

en relación con la tramitación del recurso presentado al amparo del artículo 47 LDC.

52.- En fecha 28 de diciembre,  GÉVORA CONSTRUCCIONES, S.A.,  presenta alegaciones 

ante el Pleno.

53.- En  fecha  29  de  diciembre,  GÉVORA  CONSTRUCCIONES,  S.A.,  notifica  cambio  de 

abogados representantes.

54.- En fecha 30 de diciembre de 2022, el Pleno de la Comisión Gallega de la Competencia 

adoptó diversos acuerdos en respuesta al escrito presentado el día 28 de diciembre de 

2022 por GÉVORA CONSTRUCCIONES,  S.A.,  en el  marco de la tramitación del  recurso 

planteado por UNIÓN VANTAXE, S.L. al amparo del artículo 47 LDC “

- Remitir a GÉVORA CONSTRUCCIONES, S.A. el texto íntegro del recurso de UNIÓN 

VANTAXE, S.L. contra la Propuesta de Resolución en virtud del artículo 47 LDC.

- Rechazar la concesión de un nuevo plazo para presentar los alegatos previstos en 

el artículo 47 de la Ley de Defensa de la Competencia“

55.- En  fecha  30  de  diciembre  de  2022,  el  Pleno  notifica  a  la  SUBDIC  los  acuerdos 

adoptados en el marco de la tramitación del recurso planteado ex artículo 47 LDC.

56.- En  fecha  30  de  diciembre  de  2022,  GÉVORA  CONSTRUCCIONES,  S.A.  presenta 

alegaciones al Pleno.

57.- En fecha 3 de enero de 2023, UNIÓN VANTAXE, S.L. presenta alegaciones al Pleno.

58.- En fecha 17 de enero de 2023, CIVIS GLOBAL SL solicita copia de expediente, que es 

remitida por la SUBDIC en tiempo y forma.
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59.- En fecha 30 de enero de 2023, UNIÓN VANTAXE, S.L. presenta una “Propuesta de 

Terminación Convencional” al expediente en curso.

60.- En fecha 7 de febrero de 2023 se notifica por el Pleno la RESOLUCIÓN RA 1/2023 – 

Licitación urbanización de Consorcio Zona Franca de Vigo.

61.- En fecha 7 de febrero de 2023, se solicita el Volumen de negocios mundial de las 

empresas incoadas por la SUBDIC, siendo debidamente notificadas.

62.- En  fecha  8  de  febrero  de  2023,  se  procede  a  realizar  la  “DILIGENCIA  CIERRE 

INSTRUCCIÓN ZONA FRANCA”, con notificación en tiempo y forma.

63.- En fecha 9 de febrero 2023, el GRUPO UNIÓN VANTAXE, S.L. solicita ampliación de 

plazo a volumen de negocios, que es concedido en tiempo y forma.

64.- En  fecha  10  de  febrero  de  2023  se  firma  el  “ACUERDO  INICIO  ACTUACIONES 

TERMINACIÓN CONVENCIONAL Y DE SUSPENSIÓN PROVISIONAL PLAZO MÁXIMO PARA 

RESOLVER”, siendo notificado en tiempo y forma a los interesados.

65.- En fecha 13 de febrero de 2023, GÉVORA CONSTRUCCIONES, S.A. solicita copia de 

expediente.

66.- En fecha 13 de febrero de 2023, UNIÓN VANTAXE, S.L. solicita copia de expediente.

67.- En fecha 13 de febrero de 2023, ACINSER INTEGRAL SL solicita copia de expediente.

68.- Entre el 13 y 20 de febrero de 2023, todas las empresas solicitan ampliación de plazo 

a la Terminación Convencional (TC).

69.- En fecha 20 de febrero de 2023, OBRASCÓN HUARTE Y LAÍN, S.A. presenta volumen 

de negocios total.

70.- En fecha 21 de febrero de 2023, GÉVORA CONSTRUCCIONES, S.A. presenta volumen 

de negocios total.

71.- En  fecha  22  de  febrero  de  2023,  UNIÓN VANTAXE,  S.L.  presenta  un  “Anuncio  de 

recurso ante el Pleno”, al amparo del artículo 47 LDC.

72.- En fecha 22 de febrero de 2023, la CNMC presenta observaciones a la propuesta de 

TC.
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73.- En fecha 22 de febrero de 2023, el Pleno recibe el recurso presentado por UNIÓN 

VANTAXE, S.L., al amparo del artículo 47 LDC.

74.- En fecha 28 de febrero de 2023, UNIÓN VANTAXE, S.L. presenta volumen de negocios 

total.

75.- En fecha 28 de febrero de 2023, el Pleno requiere a la SUBDIC el informe y copia del  

expediente en el marco de la tramitación del recurso presentado al amparo del artículo 

47 LDC.

76.- En fecha 2 de marzo de 2023,  el Pleno notifica el acuerdo adoptado, tanto a los 

interesados como a la SUBDIC. En relación con la tramitación del recurso interpuesto al 

amparo del artículo 47 LDC.

77.- En fecha 3 de marzo de 2023, GÉVORA CONSTRUCCIONES, S.A. presenta alegaciones 

a la TC.

78.- En fecha 3 de marzo de 2023, OBRASCÓN HUARTE Y LAÍN, S.A. se adhiere a la TC 

presentada con un escrito aclaratorio al mismo presentado el 6 de marzo de 2023.

79.- En  fecha  3  de  marzo  de  2023,  UNIÓN  VANTAXE,  S.L.  aporta  una  propuesta  de 

compromisos adicionales a la TC.

80.- En fecha 7 de marzo de 2023, se remite oficio e informe art. 47 LDC por parte de la 

SUBDIC al Pleno.

81.- En fecha 9 de marzo de 2023, la SUBDIC notifica al Pleno la entrada de información 

complementaria para incorporar al expediente.

82.- En fecha 16 de marzo de 2023, el Pleno desestimó el recurso planteado por UNIÓN 

VANTAXE, S.L. al amparo del artículo 47 LDC.

83.- En fecha 20 de marzo de 2023, se traslada al Pleno las propuestas de TC presentadas 

por las empresas incoadas.

84.- En fecha 20 de marzo de 2023, se da traslado a los interesados, así como la adhesión 

a la TC de nuevos compromisos, siendo debidamente notificadas en tiempo y forma por la 

SUBDIC.
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85.- En fecha 22 de marzo de 2023, la Dirección de la Competencia de la CNMC presentó 

observaciones  a  las  propuestas  de  compromisos  presentados  por  las  empresas  en  el 

marco de la tramitación de la TC. 

86 - Con fecha 23,  27  y  31  de  marzo de 2023,  las  empresas  UNIÓN VANTAXE,  S.L.  y 

GÉVORA CONSTRUCCIONES, S.A. y OBRASCÓN HUARTE LAIN, S.A. (OHLA) se ratificaron 

en sus respectivas propuestas de compromisos que quedaron de ese modo elevados a 

definitivos.

87.- En  fecha  20  de  abril  de  2023,  el  Pleno  resolvió  desestimar  el  segundo  recurso 

planteado por UNIÓN VANTAXE,  SL,  al  amparo del  artículo  47 LDC,  al  no apreciar  la 

presunta indefensión nuevamente invocada.

88.- En fecha 20 de abril de 2023, la SUBDIC resolvió poner fin a las actuaciones relativas 

a  una  posible  terminación  convencional  del  presente  sancionador  iniciada  por  UNIÓN 

VANTAXE,  SL  y  a  la  que  se  adhirieron  las  demás  empresas,  al  considerar  que  los 

compromisos propuestos no satisfacían los requisitos del artículo 52 LDC, levantando en 

dicho acuerdo la suspensión provisional del plazo máximo para dictar resolución, cuya 

nueva fecha quedó fijada el día 16 de octubre de 2023.

89.- Con fecha 5 de mayo de 2023 D. **************** en nombre y representación de Unión 

Vantaxe  S.L.  presentó  escrito  por  el  que  interponía  recurso  del  art.  47  de  la  Ley  de 

Defensa  de  la  Competencia  (en  adelante  LDC)  contra  la  adopción  del Acuerdo  de 

finalización de la Terminación Convencional dictada por la Subdirección de Investigación 

el  20 de abril  de 2023 de la Comisión Gallega de la Competencia en el  expediente S 

14/2018 – Licitación urbanización de Consorcio Zona Franca de Vigo. En dicho acuerdo la 

SUBDIC ponía fin al trámite de Terminación convencional solicitada por UNIÓN VANTAXE, 

SL,  rechazaba  los  compromisos  propuestos  por  las  partes  por  considerarlos  no 

proporcionados  e  insuficientes,  levantaba  la  suspensión  provisional  del  plazo  máximo 

para dictar resolución y fijaba el nuevo plazo máximo para dictar Resolución.

90. – Con fecha 19 de junio de 2023 el Pleno de la CGC una vez acreditado que el recurso 

había sido interpuesto en plazo, acordó requerir a la Subdirección de Investigación para 

que conforme a lo previsto en el art. 47 de la LDC remitiese en el plazo de cinco días copia 

del expediente S 14/2018 – Licitación urbanización de Consorcio Zona Franca de Vigo así 
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como el Informe previsto en el art. 24 del Real Decreto 261/2008, de 22 de febrero, por el 

que  se  aprueba  el  Reglamento  de  Defensa  de  la  Competencia  (en  adelante  RDC). 

Asimismo acordó que una vez recibido el referido expediente se le diese traslado a los 

interesados del mismo y del recurso conforme a lo previsto en el art. 47 de la LDC y el  

art. 24 del Real Decreto 261/2008. Dicho acuerdo fue notificado a los interesados.

91.- Con fecha 4 de julio de 2023 la SUBDIC remitió al Pleno el Informe previsto en el art. 

24 del RDC así como copia completa del expediente S 14/2018 – Licitación urbanización de 

Consorcio Zona Franca de Vigo, que con fecha 4 de julio de 2023 fueron notificadas y 

puestas a disposición de los interesados. En dicho Informe la SUBDIC considera ajustado a 

derecho proponer la desestimación del nuevo recurso interpuesto por UNION VANTAXE ya 

que no se habría ocasionado indefensión ni producido perjuicios irreparables a derechos o 

intereses  legítimos  de  la  recurrente,  con  lo  que  el  recurso  interpuesto  por  UNIÓN 

VANTAXE,  SL,  no  reuniría  los  requisitos  exigidos  por  el  artículo  47  de  la  LDC,  y,  en 

consecuencia, debe ser inadmitido de plano.

92.- Con fecha 5 de julio de 2023, UNION VANTAXE solicitó la ampliación del plazo para 

formular alegaciones de 15 días hábiles en 7 días hábiles adicionales. 

93.- Con fecha 14 de julio de 2023 el Pleno de la CGC acordó ampliar dicho plazo en 1 día  

hábil adicional. Dicho acuerdo fue notificado a UNION VANTAXE.

94.-   Con fecha 27 de julio de 2023 UNIÓN VANTAXE presentó escrito de alegaciones al 

Informe de la SUBDIC. 

95.-  Con fecha  31  de  julio  de  2023  el  Pleno  se  reunió  para  deliberar  y  aprobar  esta 

Resolución. 

2. FUNDAMENTOS DE DERECHO

2.1.- Objeto de la Resolución, pretensiones de la recurrente y motivos del recurso 
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En la presente Resolución este Pleno deberá pronunciarse sobre el recurso del art. 47 de 

la  LDC  interpuesto  por  UNION  VANTAXE  contra  el Acuerdo  de  finalización  de  la 

Terminación Convencional dictada por la Subdirección de Investigación el 20 de abril de 

2023 en el Expediente S 14/23018- Licitación Urbanización de Consorcio Zona Franca de 

Vigo. 

UNION  VANTAXE  solicita  que  se  acuerde  anular  el  Acuerdo  de  finalización  de  la 

Terminación  Convencional  por  su  dependencia  de  dos  actos  nulos  (las  Propuestas  de 

Resolución de 27 de octubre  y  de 3 de noviembre)  y  su separación de un precedente 

vinculante para la Subdirección de la CGC (Asunto Empleo de Lugo) sin motivación alguna 

y que, por tanto, declare que tal Acuerdo es nulo de pleno derecho a la luz de los artículos 

47 y 48 de Ley 39/2015 y también solicita que se acuerde ordenar a la Subdirección de 

Investigación que retrotraiga el procedimiento cursado en el Expediente de referencia al 

momento  inmediatamente  anterior  al  dictado  del  Acuerdo  de  finalización  de  la  TC, 

debiendo continuar, en su caso, por los trámites procedentes bajo la LDC.

Señala expresamente UNION VANTAXE que:  “(…) el Acuerdo de finalización de la TC que  

debe ser declarado nulo por haber generado indefensión a esta parte”.

Considera  que  a  la  luz  del  artículo  47  LDC,  el  primer  motivo  de  este  recurso  es  la 

indefensión sufrida por Unión Vantaxe por la adopción de un Acuerdo de finalización de la 

TC que es nulo de pleno Derecho por considerar que está completamente vinculado a dos 

actos nulos: en particular, la Propuesta de Resolución de 27 de octubre, que fue anulada 

por la Subdirección de la CGC y la Propuesta de Resolución de 3 de noviembre, que fue 

anulada por el propio Pleno de la CGC y que el Acuerdo que da por finalizada la TC se 

separa de un recentísimo precedente: la Resolución de la CGC de 25 de Noviembre de 

2022 en el Asunto 3/2022 – Licitación Rehabilitación Oficina Central de Empleo (Asunto 

empleo  Lugo).  Señala  que  el  Acuerdo  de  finalización  de  la  TC  está  “completamente” 

vinculado a las Propuestas de Resolución de 27 de octubre y de 3 de noviembre, en la 

medida en que da por buena la calificación jurídica incluida en tales Propuestas (como 

acuerdo de cártel bajo el artículo 1 LDC) para rechazar la terminación convencional. Así, la 

declaración de nulidad de dichas Propuestas de Resolución (por la Subdirección y por el 

propio Pleno de la CGC) ha de llevar aparejada la nulidad del Acuerdo de finalización de la 

TC, tal y como sostuvo el Tribunal Supremo.
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En resumen, considera Union Vantaxe que se generó indefensión en la medida en que la 

Subdirección empleó dos actos nulos para dictar el Acuerdo de finalización de la TC, en 

infracción del derecho a la tutela judicial efectiva del artículo 24.1 CE y del artículo 47 

LDC.

También alega la separación del precedente del Asunto Empleo de Lugo que considera 

vincula a la Subdirección y por ello debió resolver en el Expediente S 14/23018- Licitación 

Urbanización  de  Consorcio  Zona  Franca  de  Vigo de  la  misma  manera:  aceptando  la 

terminación  convencional.  Por  ello  considera  que  la  SUBDIC  resolvió  de  manera 

contradictoria con el Acuerdo de TC en el Asunto de Empleo de Lugo y estima que si la 

Subdirección deseaba apartarse de ese precedente, debió haber motivado el cambio de 

criterio en el Acuerdo de finalización de la TC y no lo hizo. Considera que cuando un acto 

(Acuerdo de finalización de la TC) se aparta del precedente (Asunto Empleo de Lugo) sin 

existir  motivación  al  respecto,  el  acto  debe  ser  anulado  por,  entre  otras  cuestiones, 

contener un vicio de anulabilidad consistente en la indefensión generada a Unión Vantaxe 

por la inexistencia de motivación en el mismo.

2.2.- Informe de la Subdirección de Investigación

La Subdirección de Investigación propone que debe ser el recurso inadmitido. 

Así considera que las pretensiones de la recurrente son improcedentes de plano dado que 

el procedimiento de terminación convencional se desarrolló por completo de conformidad 

con el cauce legal y reglamentario establecido (artículos 52 LDC y 39 RDC) y que ninguna 

alegación en contrario se encuentra en el escrito de recurso, que la recurrente tuvo la 

posibilidad  de  presentar  sus  compromisos,  que  fueron evaluados  por  la  autoridad  de 

competencia por los cauces previstos en el artículo 39 RDC y que ninguna alegación en 

contrario se encuentra en su escrito de recurso y que los motivos aducidos por UNION 

VANTAXE - dependencia de dos actos nulos y  separación del  precedente- no guardan 

relación alguna con la indefensión, señalando que incluso. en el caso de ser ciertos, lo que 

niega de forma terminante, no producen ningún menoscabo efectivo y real de su derecho 

de defensa.
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Sobre la fundamentación en dos actos nulos del acuerdo de finalización de la terminación 

convencional señala la SUBDIC que ese motivo contiene dos afirmaciones inexactas: la 

primera que el acuerdo de finalización se funde en las dos propuestas de resolución y que 

estas  sean  nulas  de  pleno  derecho.  Señala  que  la  terminación  convencional  es  un 

incidente  integrado  en  el  procedimiento  sancionador,  por  lo  que  la  legalidad  de  su 

configuración y desarrollo dependen exclusivamente de que se cumpla lo dispuesto en los 

artículos 52 LDC y 39 RDC. Y que la emisión de una propuesta de resolución no es un 

requisito previo e imprescindible para tramitar el incidente ni presupone su resultado. 

Indica también que las propuestas de resolución no son nulas de pleno derecho ya que en 

sus textos no se reconoce ningún vicio de nulidad como causa de su remoción, por el 

contrario afirma que los motivos fueron la pulcritud jurídica de la autoridad y su extremo 

celo por los derechos e intereses de las partes. Y concluye que el argumento definitivo es 

que las propuestas no incurren en los vicios de nulidad citados en el artículo 47 de la ley  

39/2015.

Sobre  la  indebida  separación  del  precedente  administrativo  señala  la  SUBDIC  que  la 

prolija  argumentación  del  acuerdo  de  finalización  de  la  terminación  convencional  es 

suficiente para descartar este motivo de impugnación, a lo que ha de sumarse el carácter 

no obligatorio del incidente de terminación convencional.

2.3..- Alegaciones 

2.3.1.- Alegaciones de UNION VANTAXE. 

En  su  escrito  de  alegaciones  al  informe  de  la  SUBDIC  formulado  tras  su  acceso  al 

expediente  y  la  ampliación  del  plazo  concedido  para  su  presentación  rechazó  los 

argumentos del mismo, como aparece en el escrito de alegaciones. Señaló que la SUBDIC 

cometió abusos que, señala, llevarán a la anulación de cualquier resolución que se adopta 

y que así lo defenderá UNION VANTAXE ante todas las instancias judiciales de revisión. 

Reitera  en  su  escrito  de  alegaciones  los  argumentos  en  que  fundamenta  este  tercer 

recurso del art 47 LDC del recurso sobre la existencia de indefensión y señala que “el 

Acuerdo de finalización de la TC es ilegal, y lo es, debe ser declarado nulo y sin efectos  

jurídicos” y concluye solicitando que se estime el recurso y en su virtud acuerde anular el 
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Acuerdo de finalización de la TC a la luz del artículo 47 LDC (i) por su dependencia de dos 

actos nulos (las Propuestas de Resolución de 27 de Octubre y de 3 de Noviembre), y (ii) por 

su separación de un precedente vinculante para la Subdirección de la CGC (Precedente 

Empleo de Lugo) sin explicar motivación alguna para ello. 

2.4.- Naturaleza del recurso

Regula el artículo 47 de la LDC el recurso administrativo contra las resoluciones y actos 

dictados por la SUBDIC al disponer que:

“Artículo 47. Recurso administrativo contra las resoluciones y actos dictados por la  

Dirección de Investigación.

1. Las resoluciones y actos de la Dirección de Investigación que produzcan indefensión  

o  perjuicio  irreparable  a  derechos  o  intereses  legítimos  serán  recurribles  ante  el  

Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia en el plazo de diez días.

2. El Consejo inadmitirá sin más trámite los recursos interpuestos fuera de plazo.

3. Recibido el recurso, el Consejo pondrá de manifiesto el expediente para que las  

partes formulen alegaciones en el plazo de quince días.”

Como señala la Sentencia de la Tribunal Supremo de 16 de noviembre de 2018 (recurso 

2781/2016) en su Fundamento de Derecho Primero:

“Esta previsión específica  constituye una aplicación de lo  dispuesto,  con carácter  

general, en el artículo 107.2 de la Ley 30/1992 en el ámbito sectorial de la defensa de  

la competencia. Se prevé un recurso administrativo especial y extraordinario ya que  

únicamente procede por motivos  tasados,  esto es,  siempre y  cuando se  trate  de  

resoluciones  que  produzcan  indefensión  o  perjuicio  irreparable  a  los  derechos  o  

intereses legítimos de los interesados.”

Conforme a ello los motivos de impugnación por la vía del art. 47 de la LDC deberán de 

estar basados únicamente en indefensión o en el perjuicio irreparable de los actos 

recurridos y no en cualquier otro motivo no siendo este art. 47 una vía abierta para el 

control de toda la actuación de la Subdirección de Investigación por cualquier motivo 
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como ha señalado de forma reiterada el Tribunal Supremo. Así ya en su sentencia de 30 

de septiembre de 2013 (recurso de casación 5606/2010) afirma que:

”En efecto, la vía a través de la cual es posible la impugnación "anticipada" de las  

resoluciones y actos dictados por la Dirección de Investigación es precisamente, en la  

nueva Ley 15/2007, de Defensa de la Competencia, la establecida en su artículo 47.1,  

esto es, el recurso (interno) frente a unas y otros ante el Consejo de la Comisión  

Nacional de la Competencia. Pero no se trata de una vía que abra la posibilidad a  

cualquier  impugnación y  por cualquier  motivo sino exclusivamente la  de  aquellos  

actos  o  resoluciones  a  los  que  se  impute  haber  causado  indefensión  o  provocar  

"perjuicio irreparable a derechos e intereses legítimos".

En el mismo sentido STS de 21 de noviembre de 2014 (recurso de casación 4041/2011) 

que señala, como ya había hecho la sentencia de 30 de septiembre de 2013, que:

“(…)  Quiérese  decir,  pues,  que  tanto  el  Consejo  de  la  Comisión  Nacional  de  la  

Competencia como, eventualmente, la Sala de la Audiencia Nacional al juzgar sobre  

las decisiones de éste, deben limitarse a revisar dichos actos y resoluciones de la  

Dirección de Investigación únicamente desde aquella doble perspectiva. No es que el  

enjuiciamiento de tales actos y resoluciones quede así impedido sino simplemente,  

como sucede con el resto de actos de trámite o de instrucción de los procedimientos  

sancionadores,  diferido  al  momento  en  que  recaiga  la  decisión  final  del  

procedimiento.  Será entonces cuando la parte pueda invocar cualquier  motivo de  

nulidad  de  las  resoluciones  finales  por  derivar  de  actos  previos  viciados.  Pero,  

repetimos, no cabe en el recurso administrativo previsto por el artículo 47.1 de la Ley  

15/2007 examinar sino la concurrencia de las dos circunstancias que han motivado su  

implantación,  esto  es,  comprobar  si  las  resoluciones  y  actos  de  la  Dirección  de  

Investigación han producido indefensión u ocasionado perjuicios irreparables. El resto  

de motivos impugnatorios eventualmente oponibles frente a aquellos actos queda  

reservado,  repetimos,  al  enjuiciamiento  de  la  resolución  final  del  expediente  

sancionador.”

En este recurso, por tanto, solo podrá examinarse en esta resolución si en su actuación 

la Subdirección de Investigación causó indefensión o un perjuicio irreparable a UNION 
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VANTAXE S.A en el acuerdo de terminación convencional. Por ello la Subdirección de 

Investigación señala acertadamente en su Informe de 4 de julio de 2023 que:

“No estamos, pues, ante los recursos regulados en la Ley 39/2015, sino ante el 

único recurso administrativo previsto por la LDC contra los actos dictados por el 

órgano instructor en materia de defensa de la competencia.

El artículo 47 de la LDC regula el recurso administrativo contra las resoluciones y 

actos  dictados  por  la  DC  que  produzcan  indefensión  o  perjuicio  irreparable  a 

derechos o intereses legítimos.  La  sentencia del  Tribunal  Supremo de 30 de 

septiembre  de  2013 advierte  de  que  los  motivos  de  impugnación  frente  a 

actuaciones  de  la  DC  deben  estar  basados  únicamente  en  la  indefensión  o  el 

perjuicio irreparable que los actos recurridos puedan causar a derechos o intereses 

legítimos,  y no en ningún otro motivo:  “En efecto, la vía a través de la cual es  

posible  la  impugnación  "anticipada"  de  las  resoluciones  y  actos  dictados  por  la  

Dirección de Investigación es precisamente, en la nueva Ley 15/2007, de Defensa de la  

Competencia, la establecida en su artículo 47.1, esto es, el recurso (interno) frente a  

unas y otros ante el Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia. Pero no se  

trata de una vía que abra la posibilidad a cualquier  impugnación y por cualquier  

motivo  sino  exclusivamente  la  de  aquellos  actos  o  resoluciones  a  los  que  se  

impute haber causado indefensión o provocar "perjuicio irreparable a derechos e  

intereses legítimos".

En el presente recurso UNION VANTAXE ha alegado únicamente indefensión como razón 

de la interposición del mismo.

Hay que señalar que es éste el tercer recurso que UNION VANTAXE presenta por la vía  

del art. 47 de la LDC contra actos y resoluciones de la SUBDIC en el presente Expediente 

S 14/23018- Licitación Urbanización de Consorcio Zona Franca de Vigo. 

El primero es de fecha 11 de noviembre de 2022 y se presentó contra la adopción por la 

Subdirección General de Investigación de la Propuesta de Resolución de 3 de noviembre 

de 2022; el segundo es de fecha 22 de febrero de 2022 y se presentó contra la adopción 

del Acuerdo de cierre de 8 de febrero de 2023 dictada por la SUBDIC y el tercero es este 

recurso de fecha 5 de mayo de 2023 que se formula contra a adopción del Acuerdo de 
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finalización de la Terminación Convencional dictada por la Subdirección de Investigación 

el 20 de abril de 2023; de tal manera que desde esa fecha de 22 de noviembre UNION 

VANTAXE ha recurrido por la vía del art.47 de la LDC tres resoluciones de la SUBDIC.

2.5 Naturaleza de la terminación convencional

El régimen legal de la terminación convencional en el ámbito de los procedimientos 

seguidos ante las autoridades de la competencia aparecen regulado en el art. 52 de la 

LDC que establece que:

“Artículo 52. Terminación convencional.

1. El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia, a propuesta de la Dirección  

de Investigación,  podrá resolver la terminación del  procedimiento sancionador en  

materia  de  acuerdos  y  prácticas  prohibidas  cuando  los  presuntos  infractores  

propongan compromisos que resuelvan los efectos sobre la competencia derivados  

de  las  conductas  objeto  del  expediente  y  quede  garantizado  suficientemente  el  

interés público.

2. Los compromisos serán vinculantes y surtirán plenos efectos una vez incorporados  

a la resolución que ponga fin al procedimiento.

3. La terminación del procedimiento en los términos establecidos en este artículo no  

podrá acordarse una vez elevado el informe propuesta previsto en el artículo 50.4.”

El desarrollo reglamentario del mismo esta contenido en el art. 39 del Reglamento de 

Defensa de la Competencia que dispone que:

“Artículo 39. Terminación convencional de los procedimientos sancionadores.

1. De conformidad con el artículo 52 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, en cualquier  

momento del procedimiento previo a la elevación del informe propuesta previsto en  

el artículo 50.4 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, la Dirección de Competencia podrá  

acordar, a propuesta de los presuntos autores de las conductas prohibidas, el inicio  

de  las  actuaciones tendentes a  la terminación convencional  de un procedimiento  

sancionador en materia de acuerdos y prácticas prohibidas. Este acuerdo de inicio de  

la terminación convencional será notificado a los interesados, indicándose si queda  
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suspendido el cómputo del plazo máximo del procedimiento hasta la conclusión de la  

terminación convencional.

2.  Los  presuntos  infractores  presentarán  su  propuesta  de  compromisos  ante  la  

Dirección de Competencia en el plazo que esta fije en el acuerdo de iniciación de la  

terminación convencional, que no podrá ser superior a tres meses. Dicha propuesta  

será trasladada al Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia  

para su conocimiento.

3. Si los presuntos infractores no presentaran los compromisos en el plazo señalado  

por  la  Dirección  de  Competencia  se  les  tendrá  por  desistidos  de  su  petición  de  

terminación  convencional,  continuándose  la  tramitación  del  procedimiento  

sancionador. Asimismo, se entenderá que los presuntos infractores desisten de su  

petición si, una vez presentados los compromisos ante la Dirección de Competencia y  

habiendo considerado esta que los mismos no resuelven adecuadamente los efectos  

sobre  la  competencia  derivados  de  las  conductas  objeto  del  expediente  o  no  

garantizan  suficientemente  el  interés  público,  los  presuntos  infractores  no  

presentaran, en el plazo establecido a tal efecto por la Dirección de Competencia,  

nuevos compromisos que, a juicio de ésta, resuelvan los problemas detectados.

4. La propuesta de compromisos será remitida por la Dirección de Competencia a los  

demás interesados con el fin de que puedan aducir, en el plazo que se señale, cuantas  

alegaciones crean convenientes.

5. La Dirección de Competencia elevará al Consejo de la Comisión Nacional de los  

Mercados  y  la  Competencia  la  propuesta  de  terminación  convencional  para  su  

adopción e incorporación a la resolución que ponga fin al procedimiento. Recibida la  

propuesta de terminación convencional y, en su caso, informada la Comisión Europea  

de acuerdo con lo previsto en el artículo 11.4 del Reglamento (CE) n.º 1/2003, de 16  

de  diciembre  de 2002,  el  Consejo  de  la  Comisión  Nacional  de  los  Mercados  y  la  

Competencia podrá:

a)  Resolver  el  expediente  sancionador  por  terminación  convencional,  

estimando adecuados los compromisos presentados.
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b) Resolver que los compromisos presentados no resuelven adecuadamente  

los  efectos  sobre  la  competencia  derivados  de  las  conductas  objeto  del  

expediente o no garantizan suficientemente el interés público, en cuyo caso,  

podrá conceder un plazo para que los presuntos infractores presenten ante el  

Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia nuevos  

compromisos que resuelvan los problemas detectados. Si,  transcurrido este  

plazo, los presuntos infractores no hubieran presentado nuevos compromisos,  

se  les  tendrá  por  desistidos  de  su  petición  y  el  Consejo  de  la  Comisión  

Nacional  de  los  Mercados  y  la  Competencia  instará  a  la  Dirección  de  

Competencia la continuación del procedimiento sancionador.

6.  La  resolución  que  ponga  fin  al  procedimiento  mediante  la  terminación  

convencional establecerá como contenido mínimo:

a) La identificación de las partes que resulten obligadas por los compromisos.

b) El ámbito personal, territorial y temporal de los compromisos.

c) El objeto de los compromisos y su alcance.

d) El régimen de vigilancia del cumplimiento de los compromisos.

7. Se podrá abrir un nuevo procedimiento sancionador por infracción de los artículos  

1, 2 o 3 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, o por infracción de los artículos 101 o 102 del  

Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea cuando se hayan producido cambios  

sustanciales en cualquiera de los hechos en los que se hubiera basado la resolución  

de terminación convencional, cuando las partes obligadas actúen de forma contraria  

a los compromisos asumidos o cuando la resolución se hubiera basado en información  

incompleta, incorrecta, engañosa o falsa facilitada por las partes.

La apertura del nuevo procedimiento sancionador será compatible con la incoación  

de otros procedimientos sancionadores por las infracciones previstas en los artículos  

62.4.c) o 62.3.c) de la Ley 15/2007, de 3 de julio, así como con la imposición de multas  

coercitivas de acuerdo con lo establecido en el artículo 67 de la misma ley.”

La  terminación  convencional  constituye,  por  tanto,  una  forma  de  finalizar  un 

procedimiento sancionador incoado por una autoridad de competencia por la infracción 
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de la legislación de defensa de la competencia que puede solicitar el presunto infractor 

y  que  está  condicionada  al  ofrecimiento,  por  ese  presunto  infractor,  de  unos 

compromisos  que  a  juicio  de  esa  autoridad  de  competencia  sean  suficientes  para 

resolver  “los  efectos  sobre  la  competencia  derivados  de  las  conductas  objeto  del  

expediente y quede garantizado suficientemente el interés público.” 

El texto del art. 52 señala que el Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia 

“podrá resolver” la terminación del procedimiento sancionador en materia de acuerdos y 

prácticas prohibidas y el art. 39 del RDC establece con claridad que “(…) la Dirección de 

Competencia podrá acordar,  a  propuesta de los presuntos autores de las conductas 

prohibidas, el inicio de las actuaciones tendentes a la terminación convencional de un 

procedimiento sancionador en materia de acuerdos y prácticas prohibidas”. Por ello y 

debido al empleo por esos artículos de la palabra “podrán” que no impone un obligación 

a  la  autoridad  de  competencia  de  admitir,  tramitar  o  resolver  favorablemente  la 

solicitud de terminación convencional, la Sentencia del TS de fecha 5 de octubre de 2015 

(recurso de casación núm. 3250/2012) afirma que: 

“Tanto la Ley 30/92 como la LDC incluyen la expresión "podrán" seguida en el caso de  

la LRJAP de "celebrar acuerdos, pactos, convenios o contratos con personas tanto de  

derecho"  y  en  el  caso  de  la  LDC  de  "resolver  la  terminación  del  procedimiento  

sancionador  en  materia  de  acuerdos  y  prácticas  prohibidas".  En  el  caso  del  

Reglamento de Defensa de la Competencia, el artículo 39 con claridad establece que  

"la Dirección de Investigación podrá acordar, a propuesta de los presuntos autores de  

las  conductas  prohibidas,  el  inicio  de  las  actuaciones tendentes a  la  terminación  

convencional.

La  discrecionalidad  administrativa,  en  el  supuesto  de  estos  procedimientos  de  

Defensa de la Competencia, se sitúa por tanto en el propio inicio del procedimiento,  

y no como alega la recurrente, en la valoración y resolución de los compromisos  

propuestos.

En todo caso, la potestad discrecional de la Administración ha de referirse siempre a  

alguno  o  algunos  de  los  elementos  del  acto  administrativo.  Y  con  arreglo  a  la  

doctrina reiterada tanto del Tribunal Constitucional como del Tribunal Supremo lo  
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que se exige para evitar la indefensión y cumplir la exigencia de la motivación de las  

resoluciones, es que se analicen, aunque no sea exhaustiva y pormenorizadamente,  

las cuestiones planteadas y que se especifiquen las razones o circunstancias tenidas  

en cuenta para resolver, a fin de posibilitar que los afectados puedan conocer esas  

razones y motivos y con ello puedan articular adecuadamente sus mediosde defensa”

De ello se deduce que la LDC no confiere al presunto infractor un derecho subjetivo de 

carácter  procedimental  que obligue a la Autoridad de Competencia (en este caso la 

CGC)  en  un  procedimiento  de  infracción  de  defensa  de  la  competencia  a  admitir, 

tramitar o resolver favorablemente una terminación convencional del procedimiento por 

el  solo hecho de solicitarlo el  interesado ya que,  como hemos visto,  la Dirección de 

Investigación de la CNMC (y también por ello la Subdirección de Investigación de la CGC) 

en el ejercicio de las funciones que esos artículos le encomiendan, valorando tanto los 

efectos  de  los  compromisos  presentados  sobre  la  competencia  afectada  por  esa 

infracción,  como los  intereses  públicos  existentes,  así  como otros  criterios  como la 

gravedad de la conducta o el momento de la presentación de la solicitud de terminación 

convencional,  tomará  la  decisión  sobre  la  admisión  o  no  de  dicha  terminación 

convencional. 

Este es el criterio recogido por la Jurisprudencia de forma reiterada que, por ello, llega a 

señalar  que  cualquier  otra  interpretación  de  esas  disposiciones  implicaría  dejar  al 

arbitrio de los presuntos infractores la decisión sobre cuando debe la administración 

ejercer la potestad sancionadora o no. Este sentido la Sentencia del TS de fecha 5 de 

octubre de 2015 (recurso de casación núm. 3250/2012), en linea con otra anterior de 24 

de septiembre de 2015 (recurso de casación núm. 725/2013), señala en su Fundamento de 

Derecho Segundo que 

“En  efecto,  consideramos  que  el  pronunciamiento  de  la  Sala  de  instancia  se  

fundamenta en una interpretación convincente y razonable del artículo 52 de la Ley  

15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia, que establece que «el Consejo  

de  la  Comisión  Nacional  de  la  Competencia,  a  propuesta  de  la  Dirección  de  

Investigación,  podrá  resolver  la  terminación  del  procedimiento  sancionador  en  

materia  de  acuerdos  y  prácticas  prohibidas  cuando  los  presuntos  infractores  

propongan compromisos que resuelvan los efectos sobre la competencia derivados  
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de  las  conductas  objeto  del  expediente  y  quede  garantizado  suficientemente  el  

interés público», en relación con lo dispuesto en el artículo 39 del Reglamento de  

Defensa de la Competencia, aprobado por Real Decreto 261/2008, de 22 febrero, y en  

el artículo 88 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de  las 

Administraciones  Públicas  y  del  Procedimiento  Administrativo  Común,  pues  no  

estimamos  que  la  Ley  de  Defensa  de  la  Competencia  ni  la  Ley  procedimental  

administrativa confieran a la persona afectada por un expediente sancionador un  

derecho  subjetivo  de  carácter  procedimental  -inscrito  en  el  deber  de  buena  

administración-,  que  obligue  a  la  Administración  a  promover  la  terminación  

convencional del procedimiento por el solo hecho de solicitarlo, y, singularmente, a  

la  terminación  del  procedimiento  sancionador,  ya  que,  según  se  infiere  de  las  

disposiciones legales y reglamentarias analizadas, la Dirección de Investigación de la  

Comisión Nacional de la Competencia -en el ejercicio de su función de propuesta,  

respecto  de  la  procedencia  de  iniciar  los  trámites  tendentes  a  la  terminación  

convencional  del  expediente  sancionador,  y  la  propia  Comisión  Nacional  de  la  

Competencia,  como  órgano  resolutor  de  este  incidente  procedimental-,  deben  

ponderar los intereses públicos concurrentes, valorando la gravedad de la conducta  

infractora y la capacidad de los compromisos presentados por el presunto infractor  

para solventarlos efectos lesivos sobre la libre competencia que se hayan producido,  

en la medida en que otra interpretación de las citadas disposiciones comportaría  

dejar  al  arbitrio  de  los  presuntos  infractores  la  decisión  sobre  cuando  la  

Administración Pública debe ejercer la potestad sancionadora.”

Esta posición del TS ha sido reiterada en la de 16 de noviembre de 2018 (recurso de 

casación núm. 2781/2016) 

2.6 Motivación del Acuerdo de la Subdirección de Investigación de fecha 4 de julio 

de 2023.

El Acuerdo de la Subdirección de Investigación de 20 de abril de 2023 pone fin al trámite 

de Terminación convencional solicitada por UNIÓN VANTAXE, SL en nombre de la citada 

empresa y  de  “todas las  sociedades interesadas en el  Expediente de  referencia  que 
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estaban controladas por Unión Vantaxe en el momento en que se presentó oferta a la 

Licitación el 1 de febrero de 2018: Civis, Avan y, en su denominación actual, Acinser y 

Luzviprom”,  a  la que se adhirieron OBRASCON HUARTE LAIN, S.A.  (OHLA) y GÉVORA 

CONSTRUCCIONES,  S.A.,  rechazando  los  compromisos  ofrecidos  por  considerarlos 

insuficientes y no proporcionados para resolver los efectos que sobre la competencia 

produjeron las conductas objeto del expediente, garantizando el interés público a los 

efectos previstos en el artículo 52 LDC.

Para llegar a dicho acuerdo la Subdirección de Investigación examinó la propuesta de 

compromisos presentada por UNION VANTAXE SA y dió traslado de dicha propuesta al 

resto de interesados.  El  resto de empresas interesadas manifestaron su voluntad de 

unirse a esa solicitud aportando propuestas de compromisos y UNION VANTAXE aportó 

una  versión  ampliada  de  sus  compromisos.  La  CNMC,  a  través  de  la  Dirección  de 

Competencia,  presentó  observaciones  a  los  compromisos  propuestos  por  los 

solicitantes.

Después  de  dar  traslado  al  Pleno  de  la  copia  de  las  propuestas  de  compromisos 

presentadas, la SUBDIC también envío a los interesados el 20 de marzo de 2023 las 

mismas con la finalidad de que, en el plazo máximo de 10 días, las elevasen a definitivas 

o formulasen las consideraciones que estimasen pertinentes con la finalidad de que la 

SUBDIC  pudiera  pronunciarse  sobre  la  terminación  convencional  de  acuerdo  a  las 

propuestas ya definitivas de compromisos. Como señala la SUBDIC en su Acuerdo de 20 

de abril, con fecha 22 de marzo de 2023 la CNMC formuló sus consideraciones sobre la 

propuesta de terminación convencional y las propuestas de compromisos presentadas 

por  los  interesados,  y  con  fecha  23  y  27  de  marzo  de  2023,  las  empresas  UNIÓN 

VANTAXE,  S.L.  y  GÉVORA  CONSTRUCCIONES,  S.A.,  se  ratificaron  en  sus  respectivas 

propuestas de compromisos que quedaron elevados a definitivos.

En la tramitación la SUBDIC analizó por ello tanto las propuestas de compromisos así 

como las aclaraciones que a las mismas se formularon y las observaciones que sobre 

ellas realizó la Dirección de Competencia de la CNMC. Se trató, por tanto, de un Acuerdo 

que  la  SUBDIC  adoptó  después  de  examinar  y  analizar  no  solo  los  compromisos 

presentados inicialmente por las empresas investigadas sino también las aclaraciones 
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que a los mismos realizaron. Además se tuvo en cuenta las observaciones, que hasta en 

dos ocasiones, presentó la CNMC a dichas propuestas.

En la primera de las observaciones de la Dirección de Competencia de la CNMC de fecha 

22 de febrero de 2023 se opone a la finalización mediante TC al afirmar que entiende 

que  no  resulta  procedente  resolver  el  procedimiento  sancionador  mediante  una 

terminación convencional y señala que los compromisos propuestos son insatisfactorios 

tanto  en  el  marco  de  una  terminación  convencional  como en  el  de  un  sancionador 

ordinario. Así en dichas observaciones señala textualmente: 

“(…) El restablecimiento rápido de las condiciones de competencia queda descartado  

dado que,  como se  ha señalado,  la  infracción está materializada y  agotada en sí  

misma”

“(…) cabe añadir que en este supuesto, debe excluirse también el cumplimiento de  

eficiencias  administrativas,  ultima  ratio  de  la  terminación  convencional,  dado  el  

estado procedimental del expediente en cuestión, en el que ya ha sido emitida una  

Propuesta de resolución, aunque la misma haya sido anulada mediante Resolución de  

7  de  febrero  de  2023,  y  el  procedimiento  haya  sido  retrotraído  al  momento  

inmediatamente anterior a la misma.”

“Sin embargo, los compromisos en cuestión son inapropiados en cualquiera de los dos  

procedimientos (…)”

“Ni  el  recurso  a  la  terminación  convencional  en  este  caso,  ni  los  compromisos  

previstos, por su excesiva facilidad e inconcreción, son adecuados para disuadir a los  

afectados de futuros incumplimientos ni ejemplificador para terceros.”

En  las  segundas  observaciones  de  fecha  22  de  marzo  de  2023,  la  Dirección  de 

Competencia de la CNMC, después de examinar la nueva propuesta de compromisos, 

vuelve a reiterar que “Esta Dirección de Competencia, respetuosamente, entiende que 

no resulta procedente resolver este procedimiento sancionador mediante terminación 

convencional y que los compromisos propuestos son insatisfactorios tanto en el marco 

de una terminación convencional como en el de un sancionador ordinario” y señala como 

razones las que indicaba en su escrito de fecha 22 de febrero de 2023. Declara también 
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que  los  nuevos  compromisos  propuestos  siguen  siendo  inapropiados  e  indica  en  su 

escrito las razones para argumentar esa postura:  

“•  El establecimiento de un plazo máximo para la presentación de la declaración  

institucional y el programa de cumplimiento ante la CGC no desvirtúa la naturaleza  

insuficiente de los mismos, como ya se indicó en el anterior escrito.

•  Las  novedades incluidas con  respecto  al  programa de cumplimiento (esto es,  i)  

mención  al  contenido  básico  del  manual  del  cumplimiento;  ii)  nombrar  un  

responsable de cumplimiento; iii) poner en marcha un canal de denuncias; iv) impartir  

sesiones de formación), son manifiestamente incompletas y genéricas, de modo que  

no permiten valorar su diseño. Al respecto cabe referirse a la Guía de programas de  

cumplimiento en relación con la defensa de la competencia, sabiendo que esa guía no  

se  refiere  a  condiciones para  abordar  la  terminación  convencional,  sino que está  

pensada  en  el  marco  de  sancionadores  que  comportan  la  declaración  de  una  

infracción  e  imputación  de  responsabilidad  por  ella,  así  como  la  imposición  de  

multas.

• El compromiso adicional referente a la remisión anual (por un plazo máximo de 3  

años)  a  la  CGC  de  una  declaración  responsable  que  recoja  el  compromiso  de  

mantener  una  política  de  formación  de  ofertas  en  el  marco  de  las  licitaciones  

públicas  conforme  a  las  normas  de  competencia  aplicables,  sigue  resultando  

superfluo y es además contraproducente, porque induce a pensar que cambia algo en  

la  obligación  que  siempre  tuvo  y  tendrán  esas  empresas  y  cualesquiera  otras  

empresas de cumplir la normativa de competencia y, en especial, a la Ley 15/2007, de  

3 de julio, de Defensa de la Competencia.

•  En cuanto al  compromiso adicional  referente a la remisión anual (por un plazo  

máximo de 3 años)  a la CGC de un informe de cumplimiento en relación con las  

medidas adoptadas a la hora de asegurar que las licitaciones públicas a las que se  

haya  concurrido  han  sido  conformes  con  las  normas  de  competencia  aplicables,  

resulta,  asimismo,  redundante  en  la  medida  que toda empresa  viene  obligada al  

cumplimiento  de  la  normativa  de  competencia,  por  lo  que  el  mismo  no  tiene  

trascendencia ni operatividad alguna”
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La propia SUBDIC indica en el texto del Acuerdo de 20 de abril de 2023 que la admisión a 

trámite de la TC rozaría probablemente los límites substantivos y temporales de una TC 

convencional  en  ambas  dimensiones,  pero  señala  que  corresponde  al  órgano 

competente para resolverla juzgar con carácter previo si inicia o no dicho trámite desde 

el propio conocimiento del expediente, tratando de ofrecer a los interesados el máximo 

grado posible de oportunidades para argumentar en defensa de sus intereses, sin que 

ello prejuzgue en modo alguno cuál ha de ser su resultado final.

De todo lo anterior se deduce que la SUBDIC, al tomar el Acuerdo de 20 de abril de 2023, 

realizó un amplio examen de todos los compromisos presentados y de las observaciones 

formuladas  por  la  CNMC.  Hizo  una  extensa  valoración  razonada  y  motivada  de  las 

propuestas recibidas, las contrapone con la Comunicación de la CNMC así como examina 

la Jurisprudencia sobre la terminación convencional.  Señala en el Acuerdo que dicha 

comunicación,  como  sucede  con  las  elaboradas  por  la  Comisión  Europea  bajo 

denominaciones diversas (directrices, marco, o simplemente comunicación)  “no son, en  

sentido estricto, normas jurídicas, sino que entran de la categoría denominada de «Soft  

Law», aunque ponen de manifiesto la posición del órgano que las publica constituyendo,  

por su rigor y la «Auctoritas» de la CNMC constituye una pauta segura, tanto para las  

Autoridades que la promulgan como para las partes. Tales características concurren de  

modo  sobrado  en  esta  comunicación,  cuyo  contenido  se  apoya  tanto  en  la  propia  

jurisprudencia y práctica decisional, como en los numerosos pronunciamientos judiciales  

que han perfilado su contenido y alcance.”

En el apartado IV del Acuerdo de 20 de abril  de 2023 se puede examinar la extensa 

valoración sobre la viabilidad de la TC a la luz de los compromisos ofrecidos por las 

partes, que coinciden con los criterios expuestos por la CNMC en sus observaciones lo 

que le lleva a concluir a la SUBDIC que los compromisos no cumplen los requisitos del 

art. 52 de la LDC  

2.7 Improcedencia del recurso

2.7.1.  Inexistencia  de  indefensión:  consideración  por  la  SUBDIC  de  las 

observaciones de la CNMC.
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Solicita UNION VANTAXE que “el Acuerdo de finalización de la TC que debe ser declarado  

nulo por haber generado indefensión a esta parte”

En  primer  lugar  pide  UNION  VANTAXE  la  anulación  del  Acuerdo  de  Terminación 

Convencional por alegar indefensión, al considerar que dicha TC esta vinculada a dos 

actos nulos, la Propuesta de Resolución de 27 de octubre, que señalan fue anulada por la 

Subdirección de la CGC y la Propuesta de Resolución de 3 de noviembre, que indican que 

fue anulada por el Pleno de la CGC.

Para ello UNION VANTAXE hace el siguiente razonamiento:

a)  el acuerdo aprobado por la SUBDIC de finalización de la TC se apoya en las 

observaciones  formuladas  por  la  Comisión  Nacional  de  los  Mercados  y  la 

Competencia.  En  ellas  la  CNMC  se  opone  a  la  posibilidad  de  una  terminación 

convencional solicitada por UNION VANTAXE en este expediente y explica que no 

es posible alcanzar un acuerdo de terminación convencional “cuando se investiga 

una infracción del  artículo  1  LDC en relación  con  un cártel”,  como indica en las 

primeras  observaciones  formuladas  fecha  23  marzo  de  2023.  En  las  segundas 

observaciones de la Dirección de Competencia de la CNMC se afirma textualmente 

que “(…) de acuerdo con la información obrante en el expediente y, especialmente, la  

contenida en la Propuesta de resolución de 27 de octubre de 2022, de la investigación  

realizada ha resultado plenamente acreditada (…)”

b) como la SUBDIC señala en el Acuerdo de finalización de la TC que “comparte” la 

rotundidad de esas segundas observaciones formuladas por la CNMC  y en ellas, 

como hemos visto, cita la CNMC la Propuesta de resolución de 27 de octubre de 

2022 que indican que había sido anulada, ello lleva a UNION VANTAXE a concluir 

que la SUBDIC ha “empleado un acto nulo” para apoyar el Acuerdo de terminación 

convencional y que por ese motivo este acuerdo es nulo.

c)  Y  como,  según  su  opinión,  el  acuerdo  de  finalización  de  la  TC  es  un  acto 

dependiente de dichas Propuestas de Resolución, es también nulo y por ese motivo 

se ha generado a UNION VANTAXE una indefensión.

Es decir, la indefensión que motiva el recurso del art. 47 LDC de UNION VANTAXE contra 

el Acuerdo de finalización de la Terminación Convencional de 20 de abril de 2023 se basa 
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en que, en dicho Acuerdo, la SUBDIC señala que comparte las observaciones formuladas 

por la CNMC contra la admisión de la TC y que en esas observaciones la CNMC citan la 

nula Resolución de 27 de febrero de 2022. Esta es el argumento de UNION VANTAXE 

para alegar indefensión y, con ello, tener vía para interponer este tercer recurso del art.  

47 LDC. 

Este Pleno considera que no parece ni lógico ni razonado jurídicamente tal argumento. 

Se trata de retorcer la realidad para tratar de encajar los hechos en el art.47 de la LDC y 

alegar una indefensión que pueda dar motivo a este recurso.

Hemos  visto  que  el  art.  47  de  la  LDC  no  abre  la  posibilidad  a  cualquier  tipo  de 

impugnación,  sino únicamente la admite respecto de aquellos actos y resoluciones 

de la SUBDIC a los que se les impute indefensión o causa en perjuicio irreparable a 

derechos o intereses legítimos, por lo que este Pleno tiene que examinar si el Acuerdo 

de finalización de la Terminación Convencional es susceptible de causar indefensión que 

es la única razón de interposición del recurso por UNIÓN VANTAXE. 

La doctrina de la CNMC y de las extintas Comisión Nacional de la Competencia (CNC) y 

del Tribunal de la Competencia (TDC) respecto a la indefensión alegada por la vía del 

art.  47 de la LDC es reiterada y constante, siempre basada en lo establecido por el  

Tribunal Constitucional (TC).  En este sentido habría que citar la Resolución de 10 de 

diciembre  de  2009  (Expte.  R/0029/09,  ECOVIDRIO)  en  el  que  ante  la  alegación  de 

indefensión en un recurso del art. 47 se afirma que:

“Por lo que se refiere a la indefensión, este Consejo y su antecesor el Tribunal de  

Defensa de la Competencia han reiterado en múltiples Resoluciones de recursos que  

“el Tribunal Constitucional tiene establecido que por indefensión ha de entenderse el  

impedir  a  una  parte  en  un  proceso  o  procedimiento  el  ejercicio  del  derecho  de  

defensa, privándole de ejercitar su potestad de alegar y justificar sus derechos e  

intereses,  señalando  que  la  indefensión  a  la  que  se  refiere  el  art.  24.1  de  la  

Constitución Española es sólo aquella que produzca un real y efectivo menoscabo del  

derecho de defensa de la parte. Por eso, el Tribunal Constitucional ha señalado que  

no se da indefensión cuando ha existido la posibilidad de defenderse en términos  

Avda. Gonzalo Torrente Ballester, 1-5 31
15781 Santiago de Compostela
https://competencia.gal



reales y efectivos o cuando no se ha llegado a producir efectivo y real menoscabo del  

derecho de defensa.”

También había que recordar la reciente Resolución de la CNMC de 8 de marzo de 2023 

Expediente CEPSA R/AJ/141/22 ante un recurso del art, 47 de la LDC en la que se alegó 

indefensión.  En  ella  se  indica  que  es  doctrina  del  Tribunal  Constitucional  que  para 

apreciar la existencia de la misma no basta con que se produzca una transgresión formal 

de las normas, sino que es necesario que tal vulneración se traduzca en una privación, 

limitación, menoscabo o negación real, efectiva y actual del derecho de defensa, nunca 

potencial o abstracta. Esto es, una indefensión material.

La sentencia del  TC 15/1995,  de 24 de enero de 1995 al  determinar esa indefensión 

material manifestó que:

“(…)  En  definitiva,  la  indefensión,  que  se  concibe  constitucionalmente  como  la  

negación  de  la  tutela  judicial  y  para  cuya  prevención  se  configuran  los  demás  

derechos instrumentales contenidos en el art. 24 de la Constitución, ha de ser algo  

real, efectivo y actual, nunca potencial o abstracto, por colocar a su víctima en una  

situación concreta que le produzca un perjuicio, sin que le sea equiparable cualquier  

expectativa de un peligro o riesgo (SSTC 181/1994 y 314/1994,  28 noviembre rec.  

1019/91). Por ello hemos hablado siempre de indefensión "material".

5. Esta se da, en el caso ante nosotros, desde el momento en que fue absoluta y  

plena, privando a los comparecientes de su derecho a ser oídos, a utilizar los medios  

probatorios  adecuadas  pertinentes si  a  ello  hubiere  lugar,  a  conocer  los  motivos  

manejados  en la  demanda contra  su  nombramiento y  a  tener  la  oportunidad de  

rebatirlos en la contestación a la demanda, donde además hubieran podido pedir el  

recibimiento a prueba y utilizar la pertinente, si a ello hubiera lugar. En resumen, el  

principio de contradicción procesal fue preterido y sin él, con todo lo demás que se  

ha dicho más atrás, mal puede hablarse en este caso de un proceso con todas las  

garantías.(…)”

Es decir, la indefensión a la que se refiere el artículo 24.1 de la Constitución Española es 

solo aquella que  produzca un real y efectivo menoscabo del derecho de defensa y 

que,  siguiendo de nuevo la jurisprudencia Constitucional “no puede afirmarse que se 
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haya producido indefensión si ha existido posibilidad de defenderse en términos reales y 

efectivos” (Sentencia del TC 98/1987, Fundamento Jurídico 3). es decir, la indefensión se 

produce  cuando  el  interesado  no  ha  tenido  la  posibilidad  de  defenderse  en 

términos  reales  y  efectivos  o  cuando  se  ha  llegado  a  producir  efectivo  y  real 

menoscabo del derecho de defensa. 

Este Pleno no puede dejar de constatar, como ya ha hecho en otros recursos planteados 

por la misma empresa, que, hasta el momento, en el expediente S 14/2018 – Licitación 

urbanización  de  Consorcio  Zona  Franca  de  Vigo  todos  los  interesados han  podido 

defender sus intereses, como UNION VANTAXE reconoce en el escrito de recurso que lo 

ha hecho alegando al PCH, como lo ha hecho al presentar hasta tres recursos del art. 47 

de la LDC y como lo ha hecho pudiendo ejercer su actividad de contradicción frente a la  

actuación  de  la  SUBDIC.  Además  el  recurrente  ha  podido  acceder  al  expediente, 

proponer  prueba,  ha  solicitado  la  terminación  del  expediente  por  terminación 

convencional  que se ha tramitado y podrá seguir ejerciendo real  y efectivamente su 

defensa ante el Pleno presentando alegaciones frente a la Propuesta de Resolución de la 

SUBDIC.

Además, como señala en su Informe la SUBDIC, en el ámbito administrativo, el ejercicio 

real y efectivo del derecho de defensa exige que se haya dado el cauce oportuno a los 

trámites de alegación y prueba en un procedimiento tramitado de acuerdo con la ley.

La cuestión es, por tanto, determinar si el procedimiento de terminación convencional 

se desarrolló por completo de conformidad con el cauce legal y reglamentariamente 

establecido tanto en el artículo 52 LDC como en el artículo 39 RDC. 

Del examen del expediente se puede confirmar que así lo ha sido, que se ha respetado lo 

dispuesto en dichos artículos  y  hay  que  destacar  que UNION VANTAXE no presenta 

alegación alguna sobre la infracción de ese procedimiento en su recurso.  Además la 

empresa  recurrente  tuvo  la  posibilidad  de  presentar  sus  compromisos  que  fueron 

evaluados por la autoridad de competencia por los cauces previstos en el artículo 39 

RDC, así como presentar aclaraciones a esos compromisos y, por ello, ninguna alegación 

en contrario se encuentra en el escrito del recurso presentado por UNION VANTAXE.
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En conclusión,  como hemos visto,  los  motivos  aducidos  por  la  recurrente  no son la 

imposibilidad de defenderse en términos reales y efectivos ni que se ha producido un 

menoscabo  real  y  efectivo  en  su  derecho  a  la  defensa  ni  que  se  haya  obviado  la 

tramitación legal prevista del procedimiento de TC. Lo que UNION VANTAXE considera 

que ha sido un supuesto de indefensión, y que justifica la posibilidad de presentar este 

recurso del art. 47 LDC, es que en dicho Acuerdo la SUBDIC comparte las observaciones 

formuladas por la CNMC contra la admisión de la TC y que en esas observaciones la 

CNMC cita una Propuesta de Resolución de 27 de febrero de 2022 que señala que fue 

anulada. Esta es el argumento de UNION VANTAXE para alegar indefensión y, con ello, 

tener vía para interponer este tercer recurso por la vía del art.47 LDC.

El  Pleno  de  la  CGC  considera  que  este  motivo  no  guarda  relación  alguna  con  una 

situación de indefensión que  produzca un real  y efectivo menoscabo del  derecho de 

defensa por parte de UNION VANTAXE, ya que como señala la SUBDIC en su informe de 

4  de julio  de  2023,  en  caso de ser  ciertos  estos  hechos,  podrán ser  incluidos  en  el 

recurso contra la resolución dictada por la CGC, pero no lo pueden ser por la vía del  

especial  recurso  del  art.47  LDC,  que  solo  admite  como causas  de  interposición  del 

mismo la indefensión o el perjuicio irreparable de los actos recurridos y no por cualquier 

otro motivo, ya que el art. 47 LDC no es una vía para el control de toda la actuación de  

la SUBDIC

La terminación convencional es un incidente integrado en el procedimiento sancionador. 

La legalidad de su configuración y desarrollo dependen exclusivamente, como hemos 

visto, de que se cumpla lo dispuesto en los artículos 52 LDC y 39 RDC. Puede plantearse 

la TC en momentos diferentes durante aquel procedimiento, aunque, como veremos, es 

mas factible cuanto antes se presente en la fase de instrucción del mismo en la medida 

en que conforme haya una mayor convicción fundada de la comisión de la infracción mas 

difícil será que se pueda entender que se salvaguarda el interés público sin necesidad de 

sancionar una conducta infractora

2.7.2.  Inexistencia de indefensión:  obligación de resolver de acuerdo con lo 

resuelto en otra terminación convencional.
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Alega  UNION  VANTAXE  la  existencia  de  indefensión  por  considerar  que  las 

terminaciones convencionales de los expedientes de la CGC tienen para éste carácter 

vinculante como precedente administrativo, y en este sentido afirman que el “(…) Asunto 

Empleo de Lugo vincula a la Subdirección y debió resolver en este Expediente de la 

misma  manera:  aceptando  la  terminación  convencional”.  Es  decir,  considera  UNION 

VANTAXE  que  la  SUBDIC  tiene  que  adoptar  un  acuerdo  de  finalización  mediante 

terminación  convencional  de  un  expediente  sancionador  que  tiene  por  origen  una 

licitación pública, aunque considere que los compromisos propuestos por el presunto 

infractor no satisfacen los requisitos del artículo 52 LDC, cuando exista una anterior TC 

admitida en otro expediente sancionador derivado de otra licitación publica. Y en caso 

de no aplicar esta regla se producirá, a juicio de UNION VANTAXE, una indefensión y, por 

ello, puede presentar el recurso del art. 47 LDC.

Como ya vimos, es doctrina del Tribunal Constitucional que para apreciar la existencia 

de indefensión no basta con que se produzca una transgresión formal de las normas, 

sino  que  es  necesario  que  tal  vulneración  se  traduzca  en  una  privación,  limitación, 

menoscabo o negación real, efectiva y actual del derecho de defensa, nunca potencial o 

abstracta,  esto  es,  una  indefensión  material,  lo  que  no  se  ha  producido  en  este 

expediente. La indefensión a la que se refiere el artículo 24.1 de la Constitución Española 

es solo aquella que produzca un real y efectivo menoscabo del derecho de defensa y “no 

puede  afirmarse  que  se  haya  producido  indefensión  si  ha  existido  posibilidad  de 

defenderse en términos reales y efectivos” (STC 98/1987,  Fundamento Jurídico 3).  es 

decir, la indefensión se produce cuando el interesado  no ha tenido la posibilidad de 

defenderse  en  términos  reales  y  efectivos  o  cuando  se  ha  llegado  a  producir 

efectivo y real menoscabo del derecho de defensa.  No parece que la alegación de 

apartarse  de  un  precedente  produzca  estos  efectos,  ni  puede  calificarse  como  un 

supuesto de indefensión.  

Volvemos a reiterar que en este expediente UNION VANTAXE ha podido defender sus 

intereses, como lo ha hecho al presentar hasta tres recursos del art. 47 de la LDC, como 

lo ha hecho al ejercer su actividad de contradicción frente a la actuación de la SUBDIC, 

además el recurrente ha podido acceder al expediente, proponer prueba, ha solicitado la 

terminación del expediente por terminación convencional que se ha tramitado y podrá 
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seguir ejerciendo real y efectivamente su defensa ante el Pleno presentando alegaciones 

frente  a  la  Propuesta  de  Resolución  de  la  SUBDIC.  Ademas  el   procedimiento  de 

terminación convencional se desarrolló por completo de conformidad con el cauce legal 

y reglamentariamente establecido tanto en el artículo 52 LDC como en el artículo 39 

RDC. 

Como bien afirma la SUBDIC “Sobre la indebida separación del precedente administrativo.  

La prolija  argumentación del  acuerdo de finalización es  suficiente  para descartar este  

motivo de impugnación. A lo que ha de sumarse el carácter no obligatorio del incidente de  

terminación convencional y la facultad de la recurrente para invocar ambos motivos de  

fondo en el eventual recurso contra una resolución sancionadora”.

Por todo ello debe de rechazarse el carácter vinculante que para la SUBDIC tiene una 

anterior Terminación convencional y que, en caso de no ser así, se origine una situación 

de indefensión 

Debemos de recordar, en este sentido, lo ya señalado por el Tribunal Superior de Justicia 

de Galicia en su Sentencia de 27 de enero de 20161 que respecto de la existencia de un 

derecho en el investigado a exigir una terminación convencional y el carácter que ésta 

tiene para el Pleno de la CGC declara lo siguiente:

“(…) que la apreciación de la procedencia o no de la terminación convencional tiene 

un fuerte carácter discrecional, de manera que no puede exigirse como un derecho 

subjetivo ni por la entidad expedientada ni por una tercera Administración (CNMC) 

cuando la potestad discrecional ha sido atribuida como competencia a un ente 

autonómico especializado.”

En este mismo sentido la Sentencia del Tribunal Supremo de 16 de noviembre de 2018 

(recurso  de  casación  núm.  2781/2016)  en  relación  con  la  admisión  del  precedente 

análogo  en  la  admisión  de  una  terminación  convencional  señala  que,  como  en  el 

presente recurso, esa no es la única razón para denegar la terminación convencional.

Con independencia de que, como hemos visto, se deba de rechazar el carácter vinculante 

de una anterior Terminación convencional  y  que ello pueda ocasionar indefensión al 

1 Sentencia dictada en relación con la impugnación por la CNMC de la terminación convencional  
aprobada por la CGC en la Resolución 4/2014, de 15 de julio de 2014 Tanatorio As Burgas.  
Ponente Jose Ramón Chaves García
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recurrente, hay que destacar además que no existe, a pesar de que así lo califica UNION 

VANTAXE,  un  “caso  idéntico”  entre  este  y  el  expediente  en  el  asunto  Licitación 

Rehabilitación  Oficina  Central  de  Empleo  de  Lugo  2.  Como indica  el  Acuerdo  de  la 

SUBDIC de finalización de la TC de 20 de abril de 2023, la terminación es mas factible 

cuanto antes se presente en la fase de instrucción del  mismo en la medida en que 

conforme haya una mayor convicción fundada de la comisión de la la infracción mas 

difícil es que se pueda entender que se salvaguarda el interés público sin necesidad de 

sancionar una conducta infractora y en este supuesto, a diferencia del asunto Licitación 

Rehabilitación  Oficina  Central  de Empleo de Lugo 2 en el  que la solicitud de TC se 

presentó cuando fue notificado el acuerdo de incoacción, la terminación convencional se 

solicita  por  UNION  VANTAXE  cuando  ya  estaba  en  su  fase  de  finalización  el  largo 

proceso  de  instrucción  del  expediente  y  ya  se  había  enviado  una  Propuesta  de 

Resolución, y UNION VANTAXE conocía perfectamente la cuantía de la multa propuesta 

por la SUBDIC y su propuesta de imposición de prohibición de contratar. Existen ademas 

otros elementos que  indican que no se pueda poder considerar  ambos casos como 

idénticos como puede ser hasta la cuantía de la licitación de la obra.  

Desde  luego  debe  de  rechazarse  como  inadecuado  y  con  poco  rigor  jurídico  el 

argumento empleado por UNION VANTAXE en sus alegaciones de fecha 27 de julio de 

2023 que la SUBDIC realiza una aplicación diferente del artículo 1 LDC en función de la 

ciudad gallega de qué se trate,  afirmando que lo que es sancionable en Vigo no es 

sancionable en Lugo. En primer lugar porque es incorrecta la referencia al art.1 de la  

LDC ya que en ambos expedientes se tramitan por infracción de dicho artículo, es decir, 

no  existe  diferente  aplicación  del  art.  1  LDC  y  en  segundo  lugar  porque  es 

absolutamente  rechazable  la  argumentación  que  desliza  UNION  VANTAXE  de  una 

aplicación diferente de la LDC por  parte de la SUBDIC por razones simplemente de 

situación geográfica.

Por  todo  los  argumentos  expuestos  en  los  puntos  anteriores  y  no  reuniendo  los 

requisitos exigidos por el  artículo 47 de la LDC,  este Pleno entiende que el  recurso 

examinado en la presente resolución debe ser desestimado.
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En su virtud, vistos los preceptos citados y los demás de general aplicación, el Pleno de 

la Comisión Gallega de la Competencia 

HA RESUELTO

Desestimar  el  recurso  presentado  por  UNIÓN  VANTAXE  S.L.  contra  el Acuerdo  de 

finalización de la Terminación Convencional dictada por la Subdirección de Investigación 

el 20 de abril de 2023 en el Expediente S 14/23018- Licitación Urbanización de Consorcio 

Zona Franca de Vigo

Comuníquese esta Resolución a la Subdirección General de Investigación de la Comisión 

Gallega de la Competencia y notifíquese a los interesados, haciéndoles saber que contra 

la misma no cabe recurso alguno en vía administrativa,  pudiendo interponer recurso 

contencioso-administrativo en el Tribunal Superior de Justicia de Galicia, en el plazo de 

dos meses a contar desde su notificación. 
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	En este recurso, por tanto, solo podrá examinarse en esta resolución si en su actuación la Subdirección de Investigación causó indefensión o un perjuicio irreparable a UNION VANTAXE S.A en el acuerdo de terminación convencional. Por ello la Subdirección de Investigación señala acertadamente en su Informe de 4 de julio de 2023 que:
	“No estamos, pues, ante los recursos regulados en la Ley 39/2015, sino ante el único recurso administrativo previsto por la LDC contra los actos dictados por el órgano instructor en materia de defensa de la competencia.
	El artículo 47 de la LDC regula el recurso administrativo contra las resoluciones y actos dictados por la DC que produzcan indefensión o perjuicio irreparable a derechos o intereses legítimos. La sentencia del Tribunal Supremo de 30 de septiembre de 2013 advierte de que los motivos de impugnación frente a actuaciones de la DC deben estar basados únicamente en la indefensión o el perjuicio irreparable que los actos recurridos puedan causar a derechos o intereses legítimos, y no en ningún otro motivo: “En efecto, la vía a través de la cual es posible la impugnación "anticipada" de las resoluciones y actos dictados por la Dirección de Investigación es precisamente, en la nueva Ley 15/2007, de Defensa de la Competencia, la establecida en su artículo 47.1, esto es, el recurso (interno) frente a unas y otros ante el Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia. Pero no se trata de una vía que abra la posibilidad a cualquier impugnación y por cualquier motivo sino exclusivamente la de aquellos actos o resoluciones a los que se impute haber causado indefensión o provocar "perjuicio irreparable a derechos e intereses legítimos".
	En el presente recurso UNION VANTAXE ha alegado únicamente indefensión como razón de la interposición del mismo.
	Hay que señalar que es éste el tercer recurso que UNION VANTAXE presenta por la vía del art. 47 de la LDC contra actos y resoluciones de la SUBDIC en el presente Expediente S 14/23018- Licitación Urbanización de Consorcio Zona Franca de Vigo.
	El primero es de fecha 11 de noviembre de 2022 y se presentó contra la adopción por la Subdirección General de Investigación de la Propuesta de Resolución de 3 de noviembre de 2022; el segundo es de fecha 22 de febrero de 2022 y se presentó contra la adopción del Acuerdo de cierre de 8 de febrero de 2023 dictada por la SUBDIC y el tercero es este recurso de fecha 5 de mayo de 2023 que se formula contra a adopción del Acuerdo de finalización de la Terminación Convencional dictada por la Subdirección de Investigación el 20 de abril de 2023; de tal manera que desde esa fecha de 22 de noviembre UNION VANTAXE ha recurrido por la vía del art.47 de la LDC tres resoluciones de la SUBDIC.
	2.5 Naturaleza de la terminación convencional
	El régimen legal de la terminación convencional en el ámbito de los procedimientos seguidos ante las autoridades de la competencia aparecen regulado en el art. 52 de la LDC que establece que:
	“Artículo 52. Terminación convencional.
	1. El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia, a propuesta de la Dirección de Investigación, podrá resolver la terminación del procedimiento sancionador en materia de acuerdos y prácticas prohibidas cuando los presuntos infractores propongan compromisos que resuelvan los efectos sobre la competencia derivados de las conductas objeto del expediente y quede garantizado suficientemente el interés público.
	2. Los compromisos serán vinculantes y surtirán plenos efectos una vez incorporados a la resolución que ponga fin al procedimiento.
	3. La terminación del procedimiento en los términos establecidos en este artículo no podrá acordarse una vez elevado el informe propuesta previsto en el artículo 50.4.”
	El desarrollo reglamentario del mismo esta contenido en el art. 39 del Reglamento de Defensa de la Competencia que dispone que:
	“Artículo 39. Terminación convencional de los procedimientos sancionadores.
	1. De conformidad con el artículo 52 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, en cualquier momento del procedimiento previo a la elevación del informe propuesta previsto en el artículo 50.4 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, la Dirección de Competencia podrá acordar, a propuesta de los presuntos autores de las conductas prohibidas, el inicio de las actuaciones tendentes a la terminación convencional de un procedimiento sancionador en materia de acuerdos y prácticas prohibidas. Este acuerdo de inicio de la terminación convencional será notificado a los interesados, indicándose si queda suspendido el cómputo del plazo máximo del procedimiento hasta la conclusión de la terminación convencional.
	2. Los presuntos infractores presentarán su propuesta de compromisos ante la Dirección de Competencia en el plazo que esta fije en el acuerdo de iniciación de la terminación convencional, que no podrá ser superior a tres meses. Dicha propuesta será trasladada al Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia para su conocimiento.
	3. Si los presuntos infractores no presentaran los compromisos en el plazo señalado por la Dirección de Competencia se les tendrá por desistidos de su petición de terminación convencional, continuándose la tramitación del procedimiento sancionador. Asimismo, se entenderá que los presuntos infractores desisten de su petición si, una vez presentados los compromisos ante la Dirección de Competencia y habiendo considerado esta que los mismos no resuelven adecuadamente los efectos sobre la competencia derivados de las conductas objeto del expediente o no garantizan suficientemente el interés público, los presuntos infractores no presentaran, en el plazo establecido a tal efecto por la Dirección de Competencia, nuevos compromisos que, a juicio de ésta, resuelvan los problemas detectados.
	4. La propuesta de compromisos será remitida por la Dirección de Competencia a los demás interesados con el fin de que puedan aducir, en el plazo que se señale, cuantas alegaciones crean convenientes.
	5. La Dirección de Competencia elevará al Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia la propuesta de terminación convencional para su adopción e incorporación a la resolución que ponga fin al procedimiento. Recibida la propuesta de terminación convencional y, en su caso, informada la Comisión Europea de acuerdo con lo previsto en el artículo 11.4 del Reglamento (CE) n.º 1/2003, de 16 de diciembre de 2002, el Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia podrá:
	a) Resolver el expediente sancionador por terminación convencional, estimando adecuados los compromisos presentados.
	b) Resolver que los compromisos presentados no resuelven adecuadamente los efectos sobre la competencia derivados de las conductas objeto del expediente o no garantizan suficientemente el interés público, en cuyo caso, podrá conceder un plazo para que los presuntos infractores presenten ante el Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia nuevos compromisos que resuelvan los problemas detectados. Si, transcurrido este plazo, los presuntos infractores no hubieran presentado nuevos compromisos, se les tendrá por desistidos de su petición y el Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia instará a la Dirección de Competencia la continuación del procedimiento sancionador.
	6. La resolución que ponga fin al procedimiento mediante la terminación convencional establecerá como contenido mínimo:
	a) La identificación de las partes que resulten obligadas por los compromisos.
	b) El ámbito personal, territorial y temporal de los compromisos.
	c) El objeto de los compromisos y su alcance.
	d) El régimen de vigilancia del cumplimiento de los compromisos.
	7. Se podrá abrir un nuevo procedimiento sancionador por infracción de los artículos 1, 2 o 3 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, o por infracción de los artículos 101 o 102 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea cuando se hayan producido cambios sustanciales en cualquiera de los hechos en los que se hubiera basado la resolución de terminación convencional, cuando las partes obligadas actúen de forma contraria a los compromisos asumidos o cuando la resolución se hubiera basado en información incompleta, incorrecta, engañosa o falsa facilitada por las partes.
	La apertura del nuevo procedimiento sancionador será compatible con la incoación de otros procedimientos sancionadores por las infracciones previstas en los artículos 62.4.c) o 62.3.c) de la Ley 15/2007, de 3 de julio, así como con la imposición de multas coercitivas de acuerdo con lo establecido en el artículo 67 de la misma ley.”
	La terminación convencional constituye, por tanto, una forma de finalizar un procedimiento sancionador incoado por una autoridad de competencia por la infracción de la legislación de defensa de la competencia que puede solicitar el presunto infractor y que está condicionada al ofrecimiento, por ese presunto infractor, de unos compromisos que a juicio de esa autoridad de competencia sean suficientes para resolver “los efectos sobre la competencia derivados de las conductas objeto del expediente y quede garantizado suficientemente el interés público.”
	El texto del art. 52 señala que el Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia “podrá resolver” la terminación del procedimiento sancionador en materia de acuerdos y prácticas prohibidas y el art. 39 del RDC establece con claridad que “(…) la Dirección de Competencia podrá acordar, a propuesta de los presuntos autores de las conductas prohibidas, el inicio de las actuaciones tendentes a la terminación convencional de un procedimiento sancionador en materia de acuerdos y prácticas prohibidas”. Por ello y debido al empleo por esos artículos de la palabra “podrán” que no impone un obligación a la autoridad de competencia de admitir, tramitar o resolver favorablemente la solicitud de terminación convencional, la Sentencia del TS de fecha 5 de octubre de 2015 (recurso de casación núm. 3250/2012) afirma que:
	“Tanto la Ley 30/92 como la LDC incluyen la expresión "podrán" seguida en el caso de la LRJAP de "celebrar acuerdos, pactos, convenios o contratos con personas tanto de derecho" y en el caso de la LDC de "resolver la terminación del procedimiento sancionador en materia de acuerdos y prácticas prohibidas". En el caso del Reglamento de Defensa de la Competencia, el artículo 39 con claridad establece que "la Dirección de Investigación podrá acordar, a propuesta de los presuntos autores de las conductas prohibidas, el inicio de las actuaciones tendentes a la terminación convencional.
	La discrecionalidad administrativa, en el supuesto de estos procedimientos de Defensa de la Competencia, se sitúa por tanto en el propio inicio del procedimiento, y no como alega la recurrente, en la valoración y resolución de los compromisos propuestos.
	En todo caso, la potestad discrecional de la Administración ha de referirse siempre a alguno o algunos de los elementos del acto administrativo. Y con arreglo a la doctrina reiterada tanto del Tribunal Constitucional como del Tribunal Supremo lo que se exige para evitar la indefensión y cumplir la exigencia de la motivación de las resoluciones, es que se analicen, aunque no sea exhaustiva y pormenorizadamente, las cuestiones planteadas y que se especifiquen las razones o circunstancias tenidas en cuenta para resolver, a fin de posibilitar que los afectados puedan conocer esas razones y motivos y con ello puedan articular adecuadamente sus mediosde defensa”
	De ello se deduce que la LDC no confiere al presunto infractor un derecho subjetivo de carácter procedimental que obligue a la Autoridad de Competencia (en este caso la CGC) en un procedimiento de infracción de defensa de la competencia a admitir, tramitar o resolver favorablemente una terminación convencional del procedimiento por el solo hecho de solicitarlo el interesado ya que, como hemos visto, la Dirección de Investigación de la CNMC (y también por ello la Subdirección de Investigación de la CGC) en el ejercicio de las funciones que esos artículos le encomiendan, valorando tanto los efectos de los compromisos presentados sobre la competencia afectada por esa infracción, como los intereses públicos existentes, así como otros criterios como la gravedad de la conducta o el momento de la presentación de la solicitud de terminación convencional, tomará la decisión sobre la admisión o no de dicha terminación convencional.
	Este es el criterio recogido por la Jurisprudencia de forma reiterada que, por ello, llega a señalar que cualquier otra interpretación de esas disposiciones implicaría dejar al arbitrio de los presuntos infractores la decisión sobre cuando debe la administración ejercer la potestad sancionadora o no. Este sentido la Sentencia del TS de fecha 5 de octubre de 2015 (recurso de casación núm. 3250/2012), en linea con otra anterior de 24 de septiembre de 2015 (recurso de casación núm. 725/2013), señala en su Fundamento de Derecho Segundo que
	“En efecto, consideramos que el pronunciamiento de la Sala de instancia se fundamenta en una interpretación convincente y razonable del artículo 52 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia, que establece que «el Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia, a propuesta de la Dirección de Investigación, podrá resolver la terminación del procedimiento sancionador en materia de acuerdos y prácticas prohibidas cuando los presuntos infractores propongan compromisos que resuelvan los efectos sobre la competencia derivados de las conductas objeto del expediente y quede garantizado suficientemente el interés público», en relación con lo dispuesto en el artículo 39 del Reglamento de Defensa de la Competencia, aprobado por Real Decreto 261/2008, de 22 febrero, y en el artículo 88 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, pues no estimamos que la Ley de Defensa de la Competencia ni la Ley procedimental administrativa confieran a la persona afectada por un expediente sancionador un derecho subjetivo de carácter procedimental -inscrito en el deber de buena administración-, que obligue a la Administración a promover la terminación convencional del procedimiento por el solo hecho de solicitarlo, y, singularmente, a la terminación del procedimiento sancionador, ya que, según se infiere de las disposiciones legales y reglamentarias analizadas, la Dirección de Investigación de la Comisión Nacional de la Competencia -en el ejercicio de su función de propuesta, respecto de la procedencia de iniciar los trámites tendentes a la terminación convencional del expediente sancionador, y la propia Comisión Nacional de la Competencia, como órgano resolutor de este incidente procedimental-, deben ponderar los intereses públicos concurrentes, valorando la gravedad de la conducta infractora y la capacidad de los compromisos presentados por el presunto infractor para solventarlos efectos lesivos sobre la libre competencia que se hayan producido, en la medida en que otra interpretación de las citadas disposiciones comportaría dejar al arbitrio de los presuntos infractores la decisión sobre cuando la Administración Pública debe ejercer la potestad sancionadora.”
	Esta posición del TS ha sido reiterada en la de 16 de noviembre de 2018 (recurso de casación núm. 2781/2016)
	2.6 Motivación del Acuerdo de la Subdirección de Investigación de fecha 4 de julio de 2023.
	El Acuerdo de la Subdirección de Investigación de 20 de abril de 2023 pone fin al trámite de Terminación convencional solicitada por UNIÓN VANTAXE, SL en nombre de la citada empresa y de “todas las sociedades interesadas en el Expediente de referencia que estaban controladas por Unión Vantaxe en el momento en que se presentó oferta a la Licitación el 1 de febrero de 2018: Civis, Avan y, en su denominación actual, Acinser y Luzviprom”, a la que se adhirieron OBRASCON HUARTE LAIN, S.A. (OHLA) y GÉVORA CONSTRUCCIONES, S.A., rechazando los compromisos ofrecidos por considerarlos insuficientes y no proporcionados para resolver los efectos que sobre la competencia produjeron las conductas objeto del expediente, garantizando el interés público a los efectos previstos en el artículo 52 LDC.
	Para llegar a dicho acuerdo la Subdirección de Investigación examinó la propuesta de compromisos presentada por UNION VANTAXE SA y dió traslado de dicha propuesta al resto de interesados. El resto de empresas interesadas manifestaron su voluntad de unirse a esa solicitud aportando propuestas de compromisos y UNION VANTAXE aportó una versión ampliada de sus compromisos. La CNMC, a través de la Dirección de Competencia, presentó observaciones a los compromisos propuestos por los solicitantes.
	Después de dar traslado al Pleno de la copia de las propuestas de compromisos presentadas, la SUBDIC también envío a los interesados el 20 de marzo de 2023 las mismas con la finalidad de que, en el plazo máximo de 10 días, las elevasen a definitivas o formulasen las consideraciones que estimasen pertinentes con la finalidad de que la SUBDIC pudiera pronunciarse sobre la terminación convencional de acuerdo a las propuestas ya definitivas de compromisos. Como señala la SUBDIC en su Acuerdo de 20 de abril, con fecha 22 de marzo de 2023 la CNMC formuló sus consideraciones sobre la propuesta de terminación convencional y las propuestas de compromisos presentadas por los interesados, y con fecha 23 y 27 de marzo de 2023, las empresas UNIÓN VANTAXE, S.L. y GÉVORA CONSTRUCCIONES, S.A., se ratificaron en sus respectivas propuestas de compromisos que quedaron elevados a definitivos.
	En la tramitación la SUBDIC analizó por ello tanto las propuestas de compromisos así como las aclaraciones que a las mismas se formularon y las observaciones que sobre ellas realizó la Dirección de Competencia de la CNMC. Se trató, por tanto, de un Acuerdo que la SUBDIC adoptó después de examinar y analizar no solo los compromisos presentados inicialmente por las empresas investigadas sino también las aclaraciones que a los mismos realizaron. Además se tuvo en cuenta las observaciones, que hasta en dos ocasiones, presentó la CNMC a dichas propuestas.
	En la primera de las observaciones de la Dirección de Competencia de la CNMC de fecha 22 de febrero de 2023 se opone a la finalización mediante TC al afirmar que entiende que no resulta procedente resolver el procedimiento sancionador mediante una terminación convencional y señala que los compromisos propuestos son insatisfactorios tanto en el marco de una terminación convencional como en el de un sancionador ordinario. Así en dichas observaciones señala textualmente:
	“(…) El restablecimiento rápido de las condiciones de competencia queda descartado dado que, como se ha señalado, la infracción está materializada y agotada en sí misma”
	“(…) cabe añadir que en este supuesto, debe excluirse también el cumplimiento de eficiencias administrativas, ultima ratio de la terminación convencional, dado el estado procedimental del expediente en cuestión, en el que ya ha sido emitida una Propuesta de resolución, aunque la misma haya sido anulada mediante Resolución de 7 de febrero de 2023, y el procedimiento haya sido retrotraído al momento inmediatamente anterior a la misma.”
	“Sin embargo, los compromisos en cuestión son inapropiados en cualquiera de los dos procedimientos (...)”
	“Ni el recurso a la terminación convencional en este caso, ni los compromisos previstos, por su excesiva facilidad e inconcreción, son adecuados para disuadir a los afectados de futuros incumplimientos ni ejemplificador para terceros.”
	En las segundas observaciones de fecha 22 de marzo de 2023, la Dirección de Competencia de la CNMC, después de examinar la nueva propuesta de compromisos, vuelve a reiterar que “Esta Dirección de Competencia, respetuosamente, entiende que no resulta procedente resolver este procedimiento sancionador mediante terminación convencional y que los compromisos propuestos son insatisfactorios tanto en el marco de una terminación convencional como en el de un sancionador ordinario” y señala como razones las que indicaba en su escrito de fecha 22 de febrero de 2023. Declara también que los nuevos compromisos propuestos siguen siendo inapropiados e indica en su escrito las razones para argumentar esa postura:
	“• El establecimiento de un plazo máximo para la presentación de la declaración institucional y el programa de cumplimiento ante la CGC no desvirtúa la naturaleza insuficiente de los mismos, como ya se indicó en el anterior escrito.
	• Las novedades incluidas con respecto al programa de cumplimiento (esto es, i) mención al contenido básico del manual del cumplimiento; ii) nombrar un responsable de cumplimiento; iii) poner en marcha un canal de denuncias; iv) impartir sesiones de formación), son manifiestamente incompletas y genéricas, de modo que no permiten valorar su diseño. Al respecto cabe referirse a la Guía de programas de cumplimiento en relación con la defensa de la competencia, sabiendo que esa guía no se refiere a condiciones para abordar la terminación convencional, sino que está pensada en el marco de sancionadores que comportan la declaración de una infracción e imputación de responsabilidad por ella, así como la imposición de multas.
	• El compromiso adicional referente a la remisión anual (por un plazo máximo de 3 años) a la CGC de una declaración responsable que recoja el compromiso de mantener una política de formación de ofertas en el marco de las licitaciones públicas conforme a las normas de competencia aplicables, sigue resultando superfluo y es además contraproducente, porque induce a pensar que cambia algo en la obligación que siempre tuvo y tendrán esas empresas y cualesquiera otras empresas de cumplir la normativa de competencia y, en especial, a la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia.
	• En cuanto al compromiso adicional referente a la remisión anual (por un plazo máximo de 3 años) a la CGC de un informe de cumplimiento en relación con las medidas adoptadas a la hora de asegurar que las licitaciones públicas a las que se haya concurrido han sido conformes con las normas de competencia aplicables, resulta, asimismo, redundante en la medida que toda empresa viene obligada al cumplimiento de la normativa de competencia, por lo que el mismo no tiene trascendencia ni operatividad alguna”
	La propia SUBDIC indica en el texto del Acuerdo de 20 de abril de 2023 que la admisión a trámite de la TC rozaría probablemente los límites substantivos y temporales de una TC convencional en ambas dimensiones, pero señala que corresponde al órgano competente para resolverla juzgar con carácter previo si inicia o no dicho trámite desde el propio conocimiento del expediente, tratando de ofrecer a los interesados el máximo grado posible de oportunidades para argumentar en defensa de sus intereses, sin que ello prejuzgue en modo alguno cuál ha de ser su resultado final.
	De todo lo anterior se deduce que la SUBDIC, al tomar el Acuerdo de 20 de abril de 2023, realizó un amplio examen de todos los compromisos presentados y de las observaciones formuladas por la CNMC. Hizo una extensa valoración razonada y motivada de las propuestas recibidas, las contrapone con la Comunicación de la CNMC así como examina la Jurisprudencia sobre la terminación convencional. Señala en el Acuerdo que dicha comunicación, como sucede con las elaboradas por la Comisión Europea bajo denominaciones diversas (directrices, marco, o simplemente comunicación) “no son, en sentido estricto, normas jurídicas, sino que entran de la categoría denominada de «Soft Law», aunque ponen de manifiesto la posición del órgano que las publica constituyendo, por su rigor y la «Auctoritas» de la CNMC constituye una pauta segura, tanto para las Autoridades que la promulgan como para las partes. Tales características concurren de modo sobrado en esta comunicación, cuyo contenido se apoya tanto en la propia jurisprudencia y práctica decisional, como en los numerosos pronunciamientos judiciales que han perfilado su contenido y alcance.”
	En el apartado IV del Acuerdo de 20 de abril de 2023 se puede examinar la extensa valoración sobre la viabilidad de la TC a la luz de los compromisos ofrecidos por las partes, que coinciden con los criterios expuestos por la CNMC en sus observaciones lo que le lleva a concluir a la SUBDIC que los compromisos no cumplen los requisitos del art. 52 de la LDC
	2.7 Improcedencia del recurso
	2.7.1. Inexistencia de indefensión: consideración por la SUBDIC de las observaciones de la CNMC.
	Solicita UNION VANTAXE que “el Acuerdo de finalización de la TC que debe ser declarado nulo por haber generado indefensión a esta parte”
	En primer lugar pide UNION VANTAXE la anulación del Acuerdo de Terminación Convencional por alegar indefensión, al considerar que dicha TC esta vinculada a dos actos nulos, la Propuesta de Resolución de 27 de octubre, que señalan fue anulada por la Subdirección de la CGC y la Propuesta de Resolución de 3 de noviembre, que indican que fue anulada por el Pleno de la CGC.
	Para ello UNION VANTAXE hace el siguiente razonamiento:
	a) el acuerdo aprobado por la SUBDIC de finalización de la TC se apoya en las observaciones formuladas por la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia. En ellas la CNMC se opone a la posibilidad de una terminación convencional solicitada por UNION VANTAXE en este expediente y explica que no es posible alcanzar un acuerdo de terminación convencional “cuando se investiga una infracción del artículo 1 LDC en relación con un cártel”, como indica en las primeras observaciones formuladas fecha 23 marzo de 2023. En las segundas observaciones de la Dirección de Competencia de la CNMC se afirma textualmente que “(…) de acuerdo con la información obrante en el expediente y, especialmente, la contenida en la Propuesta de resolución de 27 de octubre de 2022, de la investigación realizada ha resultado plenamente acreditada (...)”
	b) como la SUBDIC señala en el Acuerdo de finalización de la TC que “comparte” la rotundidad de esas segundas observaciones formuladas por la CNMC y en ellas, como hemos visto, cita la CNMC la Propuesta de resolución de 27 de octubre de 2022 que indican que había sido anulada, ello lleva a UNION VANTAXE a concluir que la SUBDIC ha “empleado un acto nulo” para apoyar el Acuerdo de terminación convencional y que por ese motivo este acuerdo es nulo.
	c) Y como, según su opinión, el acuerdo de finalización de la TC es un acto dependiente de dichas Propuestas de Resolución, es también nulo y por ese motivo se ha generado a UNION VANTAXE una indefensión.
	Es decir, la indefensión que motiva el recurso del art. 47 LDC de UNION VANTAXE contra el Acuerdo de finalización de la Terminación Convencional de 20 de abril de 2023 se basa en que, en dicho Acuerdo, la SUBDIC señala que comparte las observaciones formuladas por la CNMC contra la admisión de la TC y que en esas observaciones la CNMC citan la nula Resolución de 27 de febrero de 2022. Esta es el argumento de UNION VANTAXE para alegar indefensión y, con ello, tener vía para interponer este tercer recurso del art. 47 LDC.
	Este Pleno considera que no parece ni lógico ni razonado jurídicamente tal argumento. Se trata de retorcer la realidad para tratar de encajar los hechos en el art.47 de la LDC y alegar una indefensión que pueda dar motivo a este recurso.
	Hemos visto que el art. 47 de la LDC no abre la posibilidad a cualquier tipo de impugnación, sino únicamente la admite respecto de aquellos actos y resoluciones de la SUBDIC a los que se les impute indefensión o causa en perjuicio irreparable a derechos o intereses legítimos, por lo que este Pleno tiene que examinar si el Acuerdo de finalización de la Terminación Convencional es susceptible de causar indefensión que es la única razón de interposición del recurso por UNIÓN VANTAXE.
	La doctrina de la CNMC y de las extintas Comisión Nacional de la Competencia (CNC) y del Tribunal de la Competencia (TDC) respecto a la indefensión alegada por la vía del art. 47 de la LDC es reiterada y constante, siempre basada en lo establecido por el Tribunal Constitucional (TC). En este sentido habría que citar la Resolución de 10 de diciembre de 2009 (Expte. R/0029/09, ECOVIDRIO) en el que ante la alegación de indefensión en un recurso del art. 47 se afirma que:
	“Por lo que se refiere a la indefensión, este Consejo y su antecesor el Tribunal de Defensa de la Competencia han reiterado en múltiples Resoluciones de recursos que “el Tribunal Constitucional tiene establecido que por indefensión ha de entenderse el impedir a una parte en un proceso o procedimiento el ejercicio del derecho de defensa, privándole de ejercitar su potestad de alegar y justificar sus derechos e intereses, señalando que la indefensión a la que se refiere el art. 24.1 de la Constitución Española es sólo aquella que produzca un real y efectivo menoscabo del derecho de defensa de la parte. Por eso, el Tribunal Constitucional ha señalado que no se da indefensión cuando ha existido la posibilidad de defenderse en términos reales y efectivos o cuando no se ha llegado a producir efectivo y real menoscabo del derecho de defensa.”
	También había que recordar la reciente Resolución de la CNMC de 8 de marzo de 2023 Expediente CEPSA R/AJ/141/22 ante un recurso del art, 47 de la LDC en la que se alegó indefensión. En ella se indica que es doctrina del Tribunal Constitucional que para apreciar la existencia de la misma no basta con que se produzca una transgresión formal de las normas, sino que es necesario que tal vulneración se traduzca en una privación, limitación, menoscabo o negación real, efectiva y actual del derecho de defensa, nunca potencial o abstracta. Esto es, una indefensión material.
	La sentencia del TC 15/1995, de 24 de enero de 1995 al determinar esa indefensión material manifestó que:
	“(…) En definitiva, la indefensión, que se concibe constitucionalmente como la negación de la tutela judicial y para cuya prevención se configuran los demás derechos instrumentales contenidos en el art. 24 de la Constitución, ha de ser algo real, efectivo y actual, nunca potencial o abstracto, por colocar a su víctima en una situación concreta que le produzca un perjuicio, sin que le sea equiparable cualquier expectativa de un peligro o riesgo (SSTC 181/1994 y 314/1994, 28 noviembre rec. 1019/91). Por ello hemos hablado siempre de indefensión "material".
	5. Esta se da, en el caso ante nosotros, desde el momento en que fue absoluta y plena, privando a los comparecientes de su derecho a ser oídos, a utilizar los medios probatorios adecuadas pertinentes si a ello hubiere lugar, a conocer los motivos manejados en la demanda contra su nombramiento y a tener la oportunidad de rebatirlos en la contestación a la demanda, donde además hubieran podido pedir el recibimiento a prueba y utilizar la pertinente, si a ello hubiera lugar. En resumen, el principio de contradicción procesal fue preterido y sin él, con todo lo demás que se ha dicho más atrás, mal puede hablarse en este caso de un proceso con todas las garantías.(…)”
	Es decir, la indefensión a la que se refiere el artículo 24.1 de la Constitución Española es solo aquella que produzca un real y efectivo menoscabo del derecho de defensa y que, siguiendo de nuevo la jurisprudencia Constitucional “no puede afirmarse que se haya producido indefensión si ha existido posibilidad de defenderse en términos reales y efectivos” (Sentencia del TC 98/1987, Fundamento Jurídico 3). es decir, la indefensión se produce cuando el interesado no ha tenido la posibilidad de defenderse en términos reales y efectivos o cuando se ha llegado a producir efectivo y real menoscabo del derecho de defensa.
	Este Pleno no puede dejar de constatar, como ya ha hecho en otros recursos planteados por la misma empresa, que, hasta el momento, en el expediente S 14/2018 – Licitación urbanización de Consorcio Zona Franca de Vigo todos los interesados han podido defender sus intereses, como UNION VANTAXE reconoce en el escrito de recurso que lo ha hecho alegando al PCH, como lo ha hecho al presentar hasta tres recursos del art. 47 de la LDC y como lo ha hecho pudiendo ejercer su actividad de contradicción frente a la actuación de la SUBDIC. Además el recurrente ha podido acceder al expediente, proponer prueba, ha solicitado la terminación del expediente por terminación convencional que se ha tramitado y podrá seguir ejerciendo real y efectivamente su defensa ante el Pleno presentando alegaciones frente a la Propuesta de Resolución de la SUBDIC.
	Además, como señala en su Informe la SUBDIC, en el ámbito administrativo, el ejercicio real y efectivo del derecho de defensa exige que se haya dado el cauce oportuno a los trámites de alegación y prueba en un procedimiento tramitado de acuerdo con la ley.
	La cuestión es, por tanto, determinar si el procedimiento de terminación convencional se desarrolló por completo de conformidad con el cauce legal y reglamentariamente establecido tanto en el artículo 52 LDC como en el artículo 39 RDC.
	Del examen del expediente se puede confirmar que así lo ha sido, que se ha respetado lo dispuesto en dichos artículos y hay que destacar que UNION VANTAXE no presenta alegación alguna sobre la infracción de ese procedimiento en su recurso. Además la empresa recurrente tuvo la posibilidad de presentar sus compromisos que fueron evaluados por la autoridad de competencia por los cauces previstos en el artículo 39 RDC, así como presentar aclaraciones a esos compromisos y, por ello, ninguna alegación en contrario se encuentra en el escrito del recurso presentado por UNION VANTAXE.
	En conclusión, como hemos visto, los motivos aducidos por la recurrente no son la imposibilidad de defenderse en términos reales y efectivos ni que se ha producido un menoscabo real y efectivo en su derecho a la defensa ni que se haya obviado la tramitación legal prevista del procedimiento de TC. Lo que UNION VANTAXE considera que ha sido un supuesto de indefensión, y que justifica la posibilidad de presentar este recurso del art. 47 LDC, es que en dicho Acuerdo la SUBDIC comparte las observaciones formuladas por la CNMC contra la admisión de la TC y que en esas observaciones la CNMC cita una Propuesta de Resolución de 27 de febrero de 2022 que señala que fue anulada. Esta es el argumento de UNION VANTAXE para alegar indefensión y, con ello, tener vía para interponer este tercer recurso por la vía del art.47 LDC.
	El Pleno de la CGC considera que este motivo no guarda relación alguna con una situación de indefensión que produzca un real y efectivo menoscabo del derecho de defensa por parte de UNION VANTAXE, ya que como señala la SUBDIC en su informe de 4 de julio de 2023, en caso de ser ciertos estos hechos, podrán ser incluidos en el recurso contra la resolución dictada por la CGC, pero no lo pueden ser por la vía del especial recurso del art.47 LDC, que solo admite como causas de interposición del mismo la indefensión o el perjuicio irreparable de los actos recurridos y no por cualquier otro motivo, ya que el art. 47 LDC no es una vía para el control de toda la actuación de la SUBDIC
	La terminación convencional es un incidente integrado en el procedimiento sancionador. La legalidad de su configuración y desarrollo dependen exclusivamente, como hemos visto, de que se cumpla lo dispuesto en los artículos 52 LDC y 39 RDC. Puede plantearse la TC en momentos diferentes durante aquel procedimiento, aunque, como veremos, es mas factible cuanto antes se presente en la fase de instrucción del mismo en la medida en que conforme haya una mayor convicción fundada de la comisión de la infracción mas difícil será que se pueda entender que se salvaguarda el interés público sin necesidad de sancionar una conducta infractora
	2.7.2. Inexistencia de indefensión: obligación de resolver de acuerdo con lo resuelto en otra terminación convencional.
	Alega UNION VANTAXE la existencia de indefensión por considerar que las terminaciones convencionales de los expedientes de la CGC tienen para éste carácter vinculante como precedente administrativo, y en este sentido afirman que el “(…) Asunto Empleo de Lugo vincula a la Subdirección y debió resolver en este Expediente de la misma manera: aceptando la terminación convencional”. Es decir, considera UNION VANTAXE que la SUBDIC tiene que adoptar un acuerdo de finalización mediante terminación convencional de un expediente sancionador que tiene por origen una licitación pública, aunque considere que los compromisos propuestos por el presunto infractor no satisfacen los requisitos del artículo 52 LDC, cuando exista una anterior TC admitida en otro expediente sancionador derivado de otra licitación publica. Y en caso de no aplicar esta regla se producirá, a juicio de UNION VANTAXE, una indefensión y, por ello, puede presentar el recurso del art. 47 LDC.
	Como ya vimos, es doctrina del Tribunal Constitucional que para apreciar la existencia de indefensión no basta con que se produzca una transgresión formal de las normas, sino que es necesario que tal vulneración se traduzca en una privación, limitación, menoscabo o negación real, efectiva y actual del derecho de defensa, nunca potencial o abstracta, esto es, una indefensión material, lo que no se ha producido en este expediente. La indefensión a la que se refiere el artículo 24.1 de la Constitución Española es solo aquella que produzca un real y efectivo menoscabo del derecho de defensa y “no puede afirmarse que se haya producido indefensión si ha existido posibilidad de defenderse en términos reales y efectivos” (STC 98/1987, Fundamento Jurídico 3). es decir, la indefensión se produce cuando el interesado no ha tenido la posibilidad de defenderse en términos reales y efectivos o cuando se ha llegado a producir efectivo y real menoscabo del derecho de defensa. No parece que la alegación de apartarse de un precedente produzca estos efectos, ni puede calificarse como un supuesto de indefensión.
	Volvemos a reiterar que en este expediente UNION VANTAXE ha podido defender sus intereses, como lo ha hecho al presentar hasta tres recursos del art. 47 de la LDC, como lo ha hecho al ejercer su actividad de contradicción frente a la actuación de la SUBDIC, además el recurrente ha podido acceder al expediente, proponer prueba, ha solicitado la terminación del expediente por terminación convencional que se ha tramitado y podrá seguir ejerciendo real y efectivamente su defensa ante el Pleno presentando alegaciones frente a la Propuesta de Resolución de la SUBDIC. Ademas el procedimiento de terminación convencional se desarrolló por completo de conformidad con el cauce legal y reglamentariamente establecido tanto en el artículo 52 LDC como en el artículo 39 RDC.
	Como bien afirma la SUBDIC “Sobre la indebida separación del precedente administrativo. La prolija argumentación del acuerdo de finalización es suficiente para descartar este motivo de impugnación. A lo que ha de sumarse el carácter no obligatorio del incidente de terminación convencional y la facultad de la recurrente para invocar ambos motivos de fondo en el eventual recurso contra una resolución sancionadora”.
	Por todo ello debe de rechazarse el carácter vinculante que para la SUBDIC tiene una anterior Terminación convencional y que, en caso de no ser así, se origine una situación de indefensión
	Debemos de recordar, en este sentido, lo ya señalado por el Tribunal Superior de Justicia de Galicia en su Sentencia de 27 de enero de 2016 que respecto de la existencia de un derecho en el investigado a exigir una terminación convencional y el carácter que ésta tiene para el Pleno de la CGC declara lo siguiente:
	“(…) que la apreciación de la procedencia o no de la terminación convencional tiene un fuerte carácter discrecional, de manera que no puede exigirse como un derecho subjetivo ni por la entidad expedientada ni por una tercera Administración (CNMC) cuando la potestad discrecional ha sido atribuida como competencia a un ente autonómico especializado.”
	En este mismo sentido la Sentencia del Tribunal Supremo de 16 de noviembre de 2018 (recurso de casación núm. 2781/2016) en relación con la admisión del precedente análogo en la admisión de una terminación convencional señala que, como en el presente recurso, esa no es la única razón para denegar la terminación convencional.
	Con independencia de que, como hemos visto, se deba de rechazar el carácter vinculante de una anterior Terminación convencional y que ello pueda ocasionar indefensión al recurrente, hay que destacar además que no existe, a pesar de que así lo califica UNION VANTAXE, un “caso idéntico” entre este y el expediente en el asunto Licitación Rehabilitación Oficina Central de Empleo de Lugo 2. Como indica el Acuerdo de la SUBDIC de finalización de la TC de 20 de abril de 2023, la terminación es mas factible cuanto antes se presente en la fase de instrucción del mismo en la medida en que conforme haya una mayor convicción fundada de la comisión de la la infracción mas difícil es que se pueda entender que se salvaguarda el interés público sin necesidad de sancionar una conducta infractora y en este supuesto, a diferencia del asunto Licitación Rehabilitación Oficina Central de Empleo de Lugo 2 en el que la solicitud de TC se presentó cuando fue notificado el acuerdo de incoacción, la terminación convencional se solicita por UNION VANTAXE cuando ya estaba en su fase de finalización el largo proceso de instrucción del expediente y ya se había enviado una Propuesta de Resolución, y UNION VANTAXE conocía perfectamente la cuantía de la multa propuesta por la SUBDIC y su propuesta de imposición de prohibición de contratar. Existen ademas otros elementos que indican que no se pueda poder considerar ambos casos como idénticos como puede ser hasta la cuantía de la licitación de la obra.
	Desde luego debe de rechazarse como inadecuado y con poco rigor jurídico el argumento empleado por UNION VANTAXE en sus alegaciones de fecha 27 de julio de 2023 que la SUBDIC realiza una aplicación diferente del artículo 1 LDC en función de la ciudad gallega de qué se trate, afirmando que lo que es sancionable en Vigo no es sancionable en Lugo. En primer lugar porque es incorrecta la referencia al art.1 de la LDC ya que en ambos expedientes se tramitan por infracción de dicho artículo, es decir, no existe diferente aplicación del art. 1 LDC y en segundo lugar porque es absolutamente rechazable la argumentación que desliza UNION VANTAXE de una aplicación diferente de la LDC por parte de la SUBDIC por razones simplemente de situación geográfica.
	Por todo los argumentos expuestos en los puntos anteriores y no reuniendo los requisitos exigidos por el artículo 47 de la LDC, este Pleno entiende que el recurso examinado en la presente resolución debe ser desestimado.
	En su virtud, vistos los preceptos citados y los demás de general aplicación, el Pleno de la Comisión Gallega de la Competencia
	HA RESUELTO
	Desestimar el recurso presentado por UNIÓN VANTAXE S.L. contra el Acuerdo de finalización de la Terminación Convencional dictada por la Subdirección de Investigación el 20 de abril de 2023 en el Expediente S 14/23018- Licitación Urbanización de Consorcio Zona Franca de Vigo
	Comuníquese esta Resolución a la Subdirección General de Investigación de la Comisión Gallega de la Competencia y notifíquese a los interesados, haciéndoles saber que contra la misma no cabe recurso alguno en vía administrativa, pudiendo interponer recurso contencioso-administrativo en el Tribunal Superior de Justicia de Galicia, en el plazo de dos meses a contar desde su notificación.

